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CAPITULO I 

 

 

I.- INTRODUCCION 

 

 El contrato de educación superior en Chile, objeto de nuestro estudio, es un contrato de 

aquellos que la doctrina denomina como atípicos, es decir, que no tiene regulación legal específica 

como sí la tienen otros, como por ejemplo el contrato de compraventa o el de arriendo. 

 La falta de regulación que existe acerca de esta materia no nos es indiferente, debido a que este 

contrato se celebra con gran frecuencia y es de suma importancia tanto, para el desarrollo personal y 

académico del alumno como el de nuestra sociedad en su conjunto. 

 Es por ello que a través de este trabajo de investigación, estableceremos qué es lo que se debe 

entender por contrato de educación superior, la relación jurídica que nace para las partes concurrentes 

a su celebración, los derechos y obligaciones que derivan de ella, su exigibilidad y, la extinción del 

mismo, para lo cual haremos una aplicación analógica de las normas contenidas en la Constitución 

Política de la República de Chile, el Código civil, Código de Comercio, la Ley Orgánica 

Constitucional de Enseñanza y la Ley de Protección de los Derechos del Consumidor. 

 Como diremos mas adelante, la educación superior no sólo comprende  a las universidades 

propiamente tales, sino que a otras instituciones también, las cuales, si bien no han sido excluidas del 

objeto de nuestro estudio, este estará  enfocado principal y primordialmente en la relación jurídica que 

nace entre universidad y alumno matriculado en ella. 

 En este sentido gran relevancia adquiere el concepto de autonomía de que gozan las 

universidades donde encontraremos la mayor cantidad de problemas al analizar la relación contractual, 

ya que como la define el Art.79 de la L.O.C.E.,  “Se entiende por autonomía el derecho de cada 

establecimiento de educación superior a regirse por sí mismo, de conformidad con lo establecido en 

sus estatutos en todo lo concerniente al cumplimiento de sus finalidades y comprende la autonomía 

académica, económica y administrativa. 

 La autonomía académica incluye la potestad de las entidades de educación superior para decidir 

por sí mismas la forma cómo se cumplan sus funciones de docencia, investigación y extensión y la 

fijación de sus planes y programas de estudio. 

 La autonomía económica permite a dichos establecimientos disponer de sus recursos para 

satisfacer los fines que le son propios de acuerdo con sus estatutos y las leyes. 

 La autonomía administrativa faculta a cada establecimiento de educación superior para 

organizar su funcionamiento de la manera que estime más adecuada de conformidad con sus estatutos 

y las leyes.” 

 Por lo tanto, sin el afán de limitar este concepto y principio básico que inspira a la educación 

superior, intentaremos establecer una regulación que proteja y resguarde de la mejor manera posible a 

la parte que resulta más débil en la relación contractual en estudio, el alumno.  
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II.- ASPECTOS PRELIMINARES 

 

La educación tiene gran importancia ya que ésta es básica en el desarrollo personal y social de 

los individuos y también para el desarrollo económico del país, es por ello que como lo señala Jorge 

Quinzio “Ya en la génesis de la República y junto al desarrollo de las ideas democráticas, se puso 

énfasis en que la educación era lo fundamental, tal cual lo reclamaba Arquímedes, para mover el 

mundo. Desde entonces se tenía plena conciencia que el hombre debía instruirse y educarse a fin de 

tender a su perfeccionamiento y felicidad. Éste era el convencimiento de hombres como Infante, 

Egaña, Enríquez, Salas, entre otros, que se preocuparon de la importancia de la educación en su 

época1”.  

Sin embargo, actualmente, el debate en torno a la educación en Chile, no es tanto, su mayor o 

menor importancia, ya que ella se encuentra consagrada tanto constitucional  como legalmente, sino 

que hoy, el debate tanto jurídico como social, gira más bien en torno a la calidad de la enseñanza que 

se ofrece a los alumnos en los diversos niveles y establecimientos en que se imparte, del mismo modo 

lo señala Gabriela Lannata “la experiencia que estamos viviendo parece mostrarnos que la idea de 

calidad buscada dice relación con la “eficacia” del sistema educativo, más que con el valor intrínseco 

de la actividad misma. Se mira la educación más bien como un instrumento que nos llevará a ciertas 

metas deseadas. Es un medio para lograr ciertos objetivos extrínsecos, como el interés nacional, las 

necesidades económicas de la sociedad o las demandas del mercado laboral2”.  

La educación superior, al igual que los niveles preescolar, básico, y medio, se encuentra 

reconocida en la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza Nº 18.961 en su Art.33, el cual señala que 

“el Estado reconocerá oficialmente a las siguientes instituciones de educación superior: 

a) Universidades; 

b) Institutos profesionales; 

c) Centros de formación técnica, y 

d) Academia Nacional de Estudios Políticos y Estratégicos; Academias de Guerra y Politécnicas; 

Escuelas de Armas y Especialidades de las Fuerzas Armadas; Escuela Técnica Aeronáutica de la 

Dirección General de Aeronáutica Civil; Academia de Ciencias Policiales de Carabineros de Chile; 

Escuelas Matrices de Oficiales de las Fuerzas Armadas; Escuela de Carabineros y Escuela de 

Suboficiales de Carabineros de Chile, y Escuela de Investigaciones Policiales e Instituto Superior de la 

Policía de Investigaciones de Chile.” 

 La mayor importancia de la educación superior es que ofrece un mayor grado de conocimientos 

científicos y técnicos que no es posible obtener en los niveles educacionales inferiores, los que si bien 

son un pre requisito para optar a ésta, no permiten al alumno obtener los conocimientos necesarios 

para poder desenvolverse en el ámbito profesional que exige actualmente el mercado laboral, de este 

                                                 
1 Quinzio Figuereido, J., “ Libertad de enseñanza y derecho a la educación”, en Gaceta Jurídica, 2006, nº  316, p.7 
2 Larrata Cuevas, G., “Alcances jurídicos laborales del concepto de profesional de la educación en el estatuto docente”, en 
Revista de Derecho, Universidad de Concepción, nº 210, pp.103. 
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modo, siguiendo al profesor Carlos Monreal 3 “podemos afirmar que el pensamiento contemporáneo se 

ha uniformado en el sentido de atribuir a la función de la universidad tres aspectos fundamentales: a) la 

investigación de la ciencia; b) la enseñanza de ciertas profesiones y c) la difusión de la cultura”.  

 

 

III.- CONCEPTOS GENERALES 

 

 Para lograr una aproximación al tema en estudio, se hace necesario establecer qué se entiende 

por educación y por contrato, para así poder luego, elaborar un concepto de contrato de educación 

superior, el cual nos servirá de base para el presente trabajo de investigación. 

 

A) Concepto de educación 

 

 La educación en Chile se puede definir de acuerdo al artículo 2° de la Ley Orgánica 

Constitucional de Enseñanza4, como “el proceso permanente que abarca las distintas etapas de la vida 

de las personas y que tiene como finalidad alcanzar su desarrollo moral, intelectual, artístico, espiritual 

y físico mediante la transmisión y el cultivo de valores, conocimientos y destrezas enmarcados en 

nuestra identidad nacional, capacitándolas para convivir y participar en forma responsable y activa en 

la comunidad”. 

Así, el concepto legal en su Art. 2, parte de la premisa que la educación es un proceso 

permanente en la vida de las personas, que tiene como objetivo lograr el desarrollo intelectual, moral, 

artístico, físico y espiritual de cada individuo, mediante la transmisión y cultivo de valores, 

conocimientos y destrezas acordes a la identidad nacional de nuestro país, capacitándolas para convivir 

en forma responsable y activa en la comunidad. Así pues, el concepto está totalmente de acuerdo con 

los fines y principios generales que señala nuestra Carta Fundamental en su capítulo I “Bases de la 

institucionalidad”, ya que en su Art.1º inc.3º se consagra como deber del Estado el servir a la persona 

humana y promover el bien común, para lo cual debe contribuir a crear las condiciones sociales que 

permitan a todos y cada uno de los integrantes de la comunidad nacional su mayor realización 

espiritual y material posible, lo cual, sin duda alguna, comprende todo el desarrollo y evolución 

académica a que puede optar y obtener cada persona para enriquecerse de modo espiritual y colaborar 

intelectualmente en el grupo social en que se desenvuelve. 

 Sin perjuicio de ello, ésto no debe entenderse únicamente como la educación que es impartida 

dentro del aula, sea ésta estatal, privada o subvencionada, sino más bien, como aquella que se recibe a 

lo largo de toda la vida, principiando por la que otorga la familia, porque hay que tener presente que 

siendo ésta el núcleo fundamental de la sociedad, es ella quien tiene en un primer momento el deber - 

derecho de proporcionar la educación correspondiente  a sus miembros, la que incluye 

                                                 
3 Monreal Bello, C., “Universidad y Derecho”, en Revista de Derecho Universidad de Concepción, nº 136, año 1966,pp.6. 
4 En adelante LOCE. 
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fundamentalmente una enseñanza valórica o moral que debe ser la base e inspiración permanente para 

un posterior aprendizaje intelectual.  

Se puede decir, por lo tanto, que este es un concepto que guarda completa relación con la 

Constitución Política de la República de Chile5, lo cual no podría ser de otro modo si consideramos 

que la educación además está comprendida dentro de las garantías constitucionales que señala  el 

mismo texto en su Art. 19 Nº 10 como “El derecho a la educación” y 19 Nº 11 como “La libertad de 

enseñanza”.  

No obstante, aquellos preceptos no nos dan un concepto de lo que debe entenderse por 

educación, al contrario de lo que hace la LOCE; el Art. 19 Nº 10 de la CPR sólo hace referencia al 

objeto de la educación, y señala que ésta “…tiene por objeto el pleno desarrollo de las personas en las 

distintas etapas de su vida….corresponderá al Estado, asimismo, fomentar el desarrollo de la 

educación en todos sus niveles; estimular la investigación científica y tecnológica, la creación artística 

y la protección e incremento del patrimonio cultural de la nación….” Y el 19 Nº 11 de la CPR  que se 

refiere a la libertad de enseñanza, señala que ésta incluye el derecho de abrir, organizar y mantener 

establecimientos educacionales, con los únicos límites que nos están dados por la moral, el orden 

público, y la seguridad nacional, y que la enseñanza reconocida oficialmente no puede estar orientada 

a propagar tendencia política partidista alguna. Este numeral reconoce asimismo, el derecho de los 

padres de elegir el establecimiento de enseñanza para sus hijos, y finalmente encarga la regulación de 

la educación, en todo nivel,  a una ley orgánica constitucional 

Pero como ya señalamos anteriormente, no existe norma constitucional que señale lo que debe 

entenderse por educación. Nosotros pensamos que el motivo de esto es que al dar un concepto 

constitucional de ella, se restringiría demasiado los ámbitos que ésta puede abarcar, ya que no 

debemos olvidar que la educación no sólo es aquella reconocida oficialmente y que es entregada a los 

alumnos dentro del aula, sino que comprende también la que es otorgada en el seno familiar y también 

aquella no reconocida oficialmente. No obstante ello, debemos señalar, al igual que lo hace Gustavo 

Cuevas Farren6, que la mayor protección constitucional que tiene la educación en Chile, se encuentra 

contenida en el Art.19 Nº 26  el cual señala que las leyes que regulen o complementen las garantías 

constitucionales no podrán afectar los derechos en su esencia, ni imponer condiciones, tributos o 

requisitos que impidan su libre ejercicio. 

 

 

 

 

 

 

 

                                                 
5 En adelante C.P.R. 
6 Cuevas Farren, G., “ Nota sobre la protección constitucional a la libertad de enseñanza”, en Revista de Derecho, 
Universidad Mayor, año III, nº3, 2004, pp. 289-293. 
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B) Concepto de contrato 

 

Teniendo claro en qué consiste el proceso permanente llamado educación, debemos saber ahora 

qué es un contrato. 

 Para ello debemos partir haciendo referencia al Art.1437 del Código Civil7, el cual señala en su 

parte pertinente que “Las obligaciones nacen, ya del concurso real de las voluntades de dos o más 

personas, como en los contratos o convenciones….”, y luego el Art. 1438 dice que “Contrato o 

convención es un acto por el cual una parte se obliga para con otra a dar, hacer o no hacer alguna cosa. 

Cada parte puede ser una o muchas personas”, sin embargo, este concepto legal ha sido criticado por 

los autores nacionales, quienes señalan que presenta dos inconvenientes8. 

Primero, se dice que es erróneo hablar de contrato “o” convención, ya que no se los puede 

considerar a ambos como sinónimos, ya que entre ellos existe mas bien una relación de género a 

especie, siendo la convención el género, es decir, un acuerdo de voluntades destinado a crear, 

modificar, extinguir o transferir derechos u obligaciones, en tanto que el contrato vendría siendo la 

especie, es decir, un acuerdo de voluntades destinado exclusivamente a la creación de derechos 

personales y de las correlativas obligaciones, o , un acto jurídico bilateral destinado a crear 

obligaciones. Por lo tanto, todo contrato es convención, pero no toda convención es un contrato, por 

ejemplo, el pago y la tradición son convenciones destinadas a extinguir obligaciones que han nacido 

precedentemente de un contrato, como por ejemplo, una compraventa o un arriendo. 

La segunda crítica que se le hace al concepto que  nos da el Art.1438 del C.C. es que éste 

confunde el objeto del contrato, y en vez de señalar tal, hace referencia más bien al objeto de las 

obligaciones que consisten precisamente en las prestaciones que se deben las partes y que como señala 

erróneamente el artículo en comento, éstas consisten en dar, hacer o no hacer algo, por lo tanto, el 

legislador debió haber dicho que el objeto del contrato son las obligaciones que de él nacen, y que son 

el vínculo jurídico que transforma a las partes contratantes en acreedoras y deudoras recíprocas de la 

prestación correlativa a que obliga la obligación que nace del concurso de las voluntades participantes. 

La importancia de entender lo que es un contrato, es que como señala Jorge López Santa Maria 

éstos tienen una función económica y social y dice “…el contrato aparece como utensilio casi 

primitivo, que sirve para canalizar jurídicamente las necesidades más simples o rudimentarias de 

intercambio. Múltiples contratos son negocios menores, de trámite rapidísimo, puramente manuales, 

en los que ni siquiera media la conciencia de estar contratando. El contrato se presenta, entonces, como 

un instrumento despersonalizado, apto para el constante flujo de bienes y servicios indispensables para 

la vida cotidiana en una civilización de consumo como la actual…9” y así, el ejemplo mas común es el 

contrato de compraventa de bienes muebles, el cual celebramos sin darnos cuenta al adquirir un 

producto pagando previamente un precio por él, además como señala Arturo Alessandri “para que 

                                                 
7 En adelante C.C. 
8 López  Santa María, J., Los contratos, Editorial Jurídica de Chile, Santiago, 2001, p.17. 
9 López  Santa María, J.,Ob. C p.19. 
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haya contrato, basta que exista un acuerdo de voluntades de dos o mas personas que genere 

obligaciones. Nada más exigen los Art. 1437 y 143810”. 

  López Santa María11 también señala que los contratos tienen también subfunciones, tales 

como función de cambio, de crédito, de garantía, de custodia, función laboral, función de previsión, de 

recreación y función de cooperación. 

 

C) Concepto del contrato de educación superior 

 

 No obstante la importancia y la frecuencia con que se celebra este contrato, no existen 

ni en doctrina ni jurisprudencia pronunciamientos al respecto, sólo Antonio Varas en su memoria para 

optar al grado de licenciado en ciencias jurídicas y sociales12 nos da un concepto de lo que debemos 

entender por contrato de educación y así, nos dice que: “Contrato de educación es aquel contrato por el 

cual una parte (educador) se obliga a prestar ciertos servicios educacionales, para la obtención, en 

cierto tiempo, de determinados logros académicos por parte del educando y éste se obliga a su vez al 

cumplimiento de ciertas obligaciones entre las que destacan el cumplimiento de ciertos objetivos 

académicos y conductuales, y en ocasiones, el pago de una contraprestación económica”.  

Éste es un concepto de contrato de educación general que no hace distinciones en cuanto al 

nivel o grado a que se refiere, por lo que puede resultar completamente aplicable al contrato de 

educación superior, cual es el objeto de investigación que nos convoca. No obstante en su frase final 

cuando señala “…y en ocasiones, al pago de una contraprestación económica”, se puede observar 

cierta contrariedad con lo que sucede en la práctica con los estudiantes de educación superior, ya que 

lo normal es que éstos deban pagar una contraprestación económica por los servicios académicos a que 

acceden, siendo en este caso la excepción la gratuidad de los servicios ya mencionados. Lo cual se 

debe principalmente al rol que asume el Estado respecto de la educación, ya que éste sólo garantiza la 

educación gratuita en los niveles básicos y medios, lo cual queda establecido de esa manera en el Art. 

19 nº 10 inc.5º de la CPR, por lo que no se hace cargo de garantizar la educación preescolar ni la 

superior, lo cual conlleva a que éstas generalmente deban ser pagadas por parte de los educandos o sus 

padres en representación de ellos. 

El mismo autor, Antonio Varas, y siguiendo a López Santa María, señala que el contrato de 

educación tiene una función principal, cual es “ser un instrumento de colaboración entre los hombres, 

que repercute considerablemente en el desarrollo personal de los individuos y en su relación con la 

sociedad en la que se desenvuelven. Y una  sub función que consiste justamente en la de educación”. 

No obstante, a pesar de la poca información e interés de los autores en el contrato de educación, 

es notable la preocupación por el tema que han demostrado los Diputados señores Tuma y Hales al 

presentar un proyecto de ley que regula el contrato de prestación de servicios educacionales y que 

                                                 
10 Alessandri Rodríguez, A., De los contratos, Editorial Jurídica de Chile, Santiago, 2000, pp.5 
11 López  Santa María, J., Ob.Cit., Pp. 23,24. 
12 Varas Braun, A., “ Los contratos educacionales”., Memoria para optar al grado en ciencias jurídicas y sociales, 
Universidad de Chile – Inédita, 2006. 
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establece normas sobre derechos de los alumnos, padres y apoderados en el proceso educacional13, el 

cual a pesar de encontrarse aún en trámite legislativo, ofrece un concepto de lo que podríamos llegar a 

entender por contrato de educación, ya que el proyecto lo define en su Art. 1 diciendo, “ El contrato de 

prestación de servicios educacionales es aquél mediante el cual una parte se compromete a prestar 

servicios educacionales consistentes en la aplicación de un programa progresivo de enseñanza de 

conformidad a las normas técnicas aprobadas por el Ministerio de Educación Pública, en condiciones 

de seguridad y bienestar para sus estudiantes y otra a remunerar de manera completa o parcial, 

mediante el pago de un arancel anual o semestral, denominado derecho de matrícula y pagos 

mensuales, denominados colegiaturas, por la prestación de tales servicios”.  

Sin embargo, este concepto, al igual que el anterior, no define específicamente el contrato de 

educación superior, ya que se refiere al contrato de educación en general, abarcando todos sus niveles, 

desde el básico hasta el superior. Pero de todos modos parece ser un concepto más adecuado y que 

resulta más detallado en cuanto a las prestaciones principales a que quedan obligadas las partes, no 

obstante seguir siendo insuficiente y demasiado genérico para poder encuadrarlo tal cual al nivel 

superior, ya que en él se presentan ciertas particularidades en la contratación que no se dan en los 

niveles inferiores, a modo de ejemplo: la suscripción del pagaré, el cual es un título de crédito que se 

otorga como garantía de pago, el que si es elevado por las partes a la categoría de esencial para la 

formación del consentimiento, el contrato no quedaría perfeccionado por el mero “compromiso” que 

asumen ellas, según lo señala el artículo en comento.  

Otro problema que se daría en la práctica está relacionado con el concepto de autonomía con 

que cuentan las universidades, la que se encuentra definida en el Art.79 de la LOCE  el que señala que 

“Se entiende por autonomía el derecho de cada establecimiento de educación superior a regirse por sí 

mismo, de conformidad con lo establecido en sus estatutos en todo lo concerniente al cumplimiento de 

sus finalidades y comprende la autonomía académica, económica y administrativa. 

 La autonomía académica incluye la potestad de las entidades de educación superior para decidir 

por sí mismas la forma cómo se cumplan sus funciones de docencia, investigación y extensión y la 

fijación de sus planes y programas de estudio. 

 La autonomía económica permite a dichos establecimientos disponer de sus recursos para 

satisfacer los fines que le son propios de acuerdo con sus estatutos y las leyes. 

 La autonomía administrativa faculta a cada establecimiento de educación superior para 

organizar su funcionamiento de la manera que estime más adecuada de conformidad con sus estatutos 

y las leyes.” 

 La importancia de este concepto de autonomía, viene dado por diferentes motivos, entre ellos, y 

de vital trascendencia, es que su fuente directa sea la C.P.R.14 la cual en su Art. 19 Nº 11, al regular la 

                                                 
13 Boletín nº 2862-04,cámara de diputados, fecha de ingreso 15 de enero de 2002, disponible en página web que se indica: 
http://sil.congreso.cl/pags/index.html 
14 En contra opina Juan Carlos Ferrada, quien dice “…la autonomía universitaria a diferencia de lo expuesto en la 
Constitución de 1925, no tiene un reconocimiento expreso en la actual Constitución de 1980”. Ferrada Borquez, Juan C., “ 
La autonomía universitaria y los recintos universitarios: Algunas reflexiones críticas acerca del contenido de esta relación jurídica”, en 
Revista de Derecho, Universidad de Concepción, nº 209, 2001, P.82. 
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libertad de  enseñanza, otorga un mandato al legislador para que regule mediante Ley Orgánica 

Constitucional (LOCE) “… los requisitos para el reconocimiento oficial de los establecimientos 

educacionales de todo nivel15”, y, por otro lado, encontramos también el Art. 1º de la C.P.R. el cual en 

su inc.3º establece el deber de respeto a los cuerpos intermedios, cuando señala que “ El estado 

reconoce y ampara a los grupos intermedios a través de los cuales se organiza y estructura la sociedad 

y les garantiza la adecuada autonomía para cumplir sus propios fines específicos”, y luego, en su inc.4º 

establece el deber del Estado de respetar y promover los derechos y garantías que la Constitución 

establece16. 

 Por lo tanto, si el Estado reconoce como garantía fundamental la libertad de enseñanza y como 

una de las bases de la institucionalidad del país, la existencia y autonomía de los grupos intermedios, 

que aplicada al ámbito universitario se denomina “autonomía universitaria”, significa que las 

universidades y los institutos profesionales que cuenten con la plena autonomía, que le otorga, luego 

de cumplidos los requisitos correspondientes, el Consejo Superior de Educación en conjunto con el 

Ministerio  de Educación, tienen plena libertad para fijar su propia normativa y para administrar sus 

recursos académicos y económicos, del modo que les parezca mas conveniente, sin que nadie pueda 

intervenir en tales decisiones, con las únicas limitaciones Constitucionales que establecen la moral, las 

buenas costumbres, el orden público y la seguridad nacional17, y legales que se refieren a la 

prohibición  de las entidades de educación superior para amparar o fomentar acciones o conductas 

incompatibles con el orden jurídico u orientadas a propagar tendencias político partidistas18, lo que en 

definitiva se traduce en que “…la libertad de enseñanza junto con el derecho de abrir, organizar o 

mantener (colegios o) establecimientos de educación superior, comprende además, los derechos 

correlativos de enseñar en ellos lo que se estime aconsejable (libertad de cátedra), escoger métodos, 

programas y planes de estudio, y escoger los textos que se utilizaran; y el de extender los diplomas o 

conferir los grados o títulos que acrediten la naturaleza y jerarquía de la enseñanza obtenida19”, por 

ende, debemos entender la autonomía universitaria como un derecho inseparable de la libertad de 

enseñanza.  

 Sin embargo, no debemos confundir estos conceptos de autonomía plena y libertad de las 

instituciones de educación superior, con el hecho de que por ello queden libres de control por parte del 

Estado o de los organismos correspondientes, ya que como señala Enrique Evans “ La preceptiva 

vigente basta para sostener la existencia de la autonomía de las universidades…..la apertura, 

organización y mantención implican, necesariamente, libertad académica20, administrativa y 

económica, pero en caso alguno extraterritorialidad21”, de no ser así, estaríamos aceptando que en su 

                                                 
15 Art. 19 Nº 11 de la C.P.R 
16 Cuevas Farren, G., “ Nota sobre la protección constitucional a la libertad de enseñanza”, en Revista de Derecho, Universidad Mayor, 
año III, nº3, 2004, P. 291. 
17 Art. 19 Nº 11 C.P.R. 
18 Art. 81 LOCE. 
19 Cuevas Farren, G., Ob.Cit., P.292. 
20 Art.80 LOCE.- La libertad académica incluye la facultad de abrir, organizar y mantenerestablecimientos educacionales, cumpliendo 
los requisitos establecidos por la ley, y la debuscar y enseñar la verdad conforme con los cánones de la razón y los métodos de la 
ciencia. 
21 Evans, Enrique., Los derechos constitucionales, Tomo I,Editorial Jurídica de Chile, Santiago, P.300 
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libertad para auto normarse las universidades pudieran establecer normas que sin ser abiertamente 

contrarias a los límites constitucionales ya mencionados, establezcan, ya sea privilegios o exigencias 

arbitrariamente a los postulantes a dichas casas de estudios, los que en definitiva se transformarían en 

discriminaciones que podrían llegar a ser arbitrarias en caso que no quedaran instancias para reclamar 

en caso que ello ocurra, o peor aún, podrían modificar los reglamentos internos, vulnerando los 

derechos adquiridos de los estudiantes que han optado por desarrollar sus habilidades académicas en 

dicha institución.  

 En conclusión, creemos que la autonomía universitaria, si bien, es un gran elemento de apoyo 

al desarrollo de las actividades académicas, al mejoramiento en la calidad de la educación, y fomento a 

la aceptación de la diversidad (lo que es muy necesario en los tiempos actuales en que las tecnologías 

permiten con mayor rapidez la mezcla de culturas, el intercambio de conocimientos, y hacen necesaria 

la intercomunicación entre los diversos sectores sociales, políticos, religiosos, culturales, dentro y 

fuera del país), es a su vez, también, un peligro en el sentido que las casas de estudios superiores 

manifiestan cierto rechazo a escriturar contratos de ecuación superior, ya que con ellos se verían 

obligadas como cualquier contratante a quien se le aplique el C.C. a respetar el contrato, lo que 

obviamente, coarta la libertad de que gozan actualmente para fijar los contenidos académicos ha 

impartir en las respectivas carreras, su regulación administrativa y financiera. 

  De este modo, son pocas las instituciones que escrituran este tipo de contratos, y en los casos 

que así ocurre, tales contratos presentan una gran variedad de conceptos jurídicos indeterminados o 

poco precisos, que en definitiva, dejan un amplio margen de acción a la universidad, restringiendo e 

imponiendo múltiples obligaciones al alumno matriculado en ella.  

Por estos motivos, es que resulta necesaria la creación de un concepto detallado que establezca 

los requisitos mínimos con que deberían contar dichos contratos. 

 Diremos que el contrato de educación superior se podría definir como “un contrato bilateral, 

celebrado consensualmente, entre una institución de educación superior y el estudiante, su 

representante o su agente oficioso; mediante el cual la primera, se obliga a prestar los servicios 

académicos y de infraestructura ofrecidos para lograr la mayor formación profesional como valórica 

del alumno y, la segunda, a cursar el régimen académico en dicha en dicha institución, obligándose a 

suscribir la matrícula, pagar la matrícula y el arancel correspondiente al año académico 

oportunamente, y dando garantía de ello, mediante la suscripción de un título de crédito”. 

A partir de la elaboración de este concepto, debemos dejar establecido que el contrato de 

educación superior, no obstante se consensual, en algunos casos se celebra por escrito y en otros, 

verbalmente, a pesar de ello, en ambos casos la matrícula cumple un rol fundamental, ya que sin ella, 

el contrato no llega a producir los efectos jurídicos que pretende, por tanto ella cumple una función de 

ratificación del mismo. 
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IV.- CARACTERISTICAS DEL CONTRATO DE EDUCACIÓN SUPERIOR 

 

1.- De acuerdo a la clasificación general que hace el Código Civil 

 

A) Es bilateral: 

 

  En contraposición al contrato unilateral, en el que sólo una de las partes se obliga para con otra 

que no contrae obligación alguna; el contrato de educación superior es bilateral, ya que tanto la 

institución académica como el alumno matriculado en ella contraen obligaciones recíprocas, la primera 

a prestar los servicios educacionales correspondientes y el segundo, a pagar la matrícula y el arancel 

correspondiente, salvo que esté exento de aquél, y a respetar y cumplir con los estatutos y reglamentos 

de la universidad. 

 La importancia de esta clasificación radica en los efectos que se derivan de ser un contrato 

bilateral, tales como “la aplicación de la condición resolutoria tácita (Art.1489 C.C.), aplicación de la 

excepción de contrato no cumplido (Art.1552 C.C.) y aplicación de la teoría de los riesgos (Art.1550 

C.C.)22” 

 

B) Es oneroso: 

 

  El Art.1440 C.C. señala que “el contrato es gratuito o de beneficencia cuando sólo tiene por 

objeto la utilidad de una de las partes, sufriendo la otra el gravamen; y oneroso, cuando tiene por 

objeto la utilidad de ambos contratantes, gravándose cada uno en beneficio del otro”. 

  Alessandri23 señala al respecto que para distinguir si un contrato es oneroso o gratuito, no hay 

que estarse a la reciprocidad de las obligaciones que éste genere, sino más bien, a la reciprocidad de 

los beneficios que se obtengan, los que no necesariamente deben ser de contenido pecuniario, sino que 

se admite también que sean de contenido moral, también puede ser cierta o aleatoria y actual o futura. 

Siguiendo este criterio, consideramos que el contrato de educación superior es siempre oneroso, ya que 

en Chile la educación universitaria es pagada, y sólo en casos excepcionales es gratuita, como lo es por 

ejemplo el caso de becas, que pueden ser deportivas o por excelencia académica, sin embargo, aún en 

estos casos el contrato sigue siendo oneroso, ya que ambas partes contratantes obtienen beneficios, el 

alumno, la educación gratuita que recibe, y la universidad, siguiendo el ejemplo, los logros deportivos 

o el prestigio que le da el contar con alumnos destacados intelectualmente. 

  Lo dicho anteriormente nada tiene que ver con los créditos financieros que otorgan 

instituciones bancarias u otras organizaciones, ya que ellos no transforman el contrato en gratuito, sino 

que sólo otorgan plazo para pagar el monto del crédito a que se accede. Con respecto al crédito con 

aval del Estado, este es un “beneficio que se otorga a los estudiantes (de cursos superiores y de 

                                                 
22 Varas Braun, A., Ob.Cit., P.11. 
23 Alessandri Rodríguez, A., Ob. Cit., P.22 y 23. 
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primeros años) de las instituciones de Educación Superior Acreditadas, para financiar el total o parte 

de los Aranceles de las carreras. Es un crédito otorgado en pesos, que se empieza a cancelar después de 

18 meses de haber egresado, con aceleración del pago en caso de deserción. Existirá una Comisión 

integrada por representantes del Estado y las Instituciones participantes de este sistema, que será la 

encargada de la asignación y cálculo de los beneficios. El rol de las universidades es sólo de 

facilitadora de los procesos y no resolutiva de los beneficio24”, por lo tanto, éste tipo de crédito 

tampoco transforma el contrato en gratuito. 

 Esta clasificación es importante para determinar el efecto que produce el error en la persona 

(Art.1455 C.C.), para determinar la responsabilidad del deudor en caso que no cumpla con sus 

obligaciones (Art.1547 C.C.) y para determinar el carácter civil o mercantil del contrato (los contratos 

gratuitos no son nunca mercantiles, a menos que accedan a un contrato de ésta especie25, lo cual se 

desprende también de los Art. 1, 2 y 3 del Código de Comercio26). 

 

C) Es conmutativo:  

 

 Esta es una sub clasificación del contrato oneroso. El Art. 1441 del C.C. señala que “el contrato 

oneroso es conmutativo, cuando cada una de las partes se obliga a dar o hacer una cosa que se mira 

como equivalente a lo que la otra parte debe dar o hacer a su vez; y si el equivalente consiste en una 

contingencia incierta de ganancia o pérdida, se llama aleatorio”. El contrato de educación superior es 

conmutativo porque las partes, desde el momento en que prestan su consentimiento, e incluso antes de 

ello, saben el beneficio o pérdida que el contrato que celebran les reportará. Y esto es así 

“independientemente de si (posteriormente) los resultados se acercan o no a lo representado con 

anterioridad27”. 

 

D) Es principal: 

 

 Según el Art. 1442 del C.C. “el contrato es principal cuando subsiste por sí mismo sin 

necesidad de otra convención, y accesorio, cuando tiene por objeto asegurar el cumplimiento de una 

obligación principal, de manera que no pueda subsistir sin ella”. El contrato de educación superior es 

principal porque no está destinado a asegurar el cumplimiento de ninguna otra obligación, sino que por 

el contrario, a partir de su celebración, es necesario celebrar contratos accesorios que garanticen su 

cumplimiento y el más común de ellos es el pagaré que debe suscribirse año a año y que garantiza el 

pago del arancel que impone la matrícula. 

 

 

                                                 
24 http://www.ucentral.cl/originales/credito.pdf 
25 Alessandri Rodríguez, A.,Ob. Cit.,  Pp.27. 
26 En adelante C.de Com. 
27 Varas Braun, A., Ob.Cit , pp 
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E) Es consensual: 

 

 El Art. 1443 del C.C. señala “el contrato es real, cuando, para que sea perfecto, es necesaria la 

tradición de la cosa a que se refiere; es solemne cuando está sujeto a la observancia de ciertas 

formalidades especiales, de manera que sin ellas no produce ningún efecto civil; y es consensual 

cuando se perfecciona por el solo consentimiento”. De lo que se señala en este Art. se desprende que el 

contrato de educación no  puede ser real, porque para su perfeccionamiento no es necesario realizar la 

tradición de nada, termino que está referido a los bienes inmuebles y no a los servicios. Tampoco se 

trata de un contrato solemne, ya que las solemnidades las establece la ley para los contratos que se 

encuentran regulados, cosa que no ocurre con el contrato de prestación de servicios educacionales. Por 

lo tanto, nos encontramos frente a un contrato consensual, para cuyo perfeccionamiento sólo basta el 

consentimiento de las partes concurrentes. 

  No obstante, a pesar de ser un contrato consensual, éste podría llegar a necesitar de la 

concurrencia de ciertas solemnidades, ya que tal como lo señala Antonio Varas28, las formalidades o 

solemnidades con que éste se celebra no están dadas por un mandato legal previo, sino que más bien 

varían dependiendo de la institución en que el alumno se matricula. Lo que se explica porque, en 

virtud del principio de la autonomía de la voluntad, las partes pueden introducir en los contratos las 

solemnidades que deseen para que éste se estime perfeccionado. Sin embargo, en muchos casos no 

existe un contrato escriturado, y la relación contractual, se entiende perfeccionada con la suscripción 

de la matrícula y del pagaré, es en estos casos en que surgen las dudas acerca de cuándo debe 

entenderse perfeccionado el contrato (sobre este tema volveremos más adelante). 

 

2.- Otras clasificaciones doctrinarias del contrato de educación superior 

 

A) Es innominado o atípico: 

 

 La atipicidad del contrato que nos ocupa es tal, y se opone a los contratos típicos o nominados, 

en cuanto no es de aquellos que se encuentran regulados expresamente por el legislador, no obstante 

ser un acto jurídico que debe reunir todos los elementos de existencia y validez comunes a todo 

contrato. Esto se permite en doctrina gracias al principio de la autonomía de la voluntad que permite a 

las partes celebrar los contratos que deseen con las únicas limitaciones que no sean contrarios a la 

moral, la buena fe o el orden público. 

 La importancia de esta clasificación radica en que a falta de regulación legal o convencional, 

deberán aplicarse al caso concreto las reglas del contrato típico que más se le parezca. Esto es lo que se 

llama el proceso de calificación del contrato29, que consiste en determinar la naturaleza jurídica del 

                                                 
28 Varas Braun, A., Ob. Cit., Pp.14 y 15. 
29 López  Santa María, J., Ob. Cit., P.133. 
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mismo, tarea que es reservada a los tribunales de justicia (Corte Suprema, por medio del Recurso de 

Casación en el fondo), ya que es una cuestión de derecho y no de hecho. 

 

B) Es de tracto sucesivo: 

 

 Estos son aquellos contratos en que las diversas obligaciones que de ellos surgen se van 

cumpliendo sucesiva y progresivamente en el tiempo, porque la naturaleza de las obligaciones que se 

derivan de él hace imposible cumplirlo de una sola vez y de inmediato, lo que implica que la relación 

contractual tiene un cierto grado de permanencia que dependerá, en el caso de la educación superior, 

de la caducidad o renovación de matrícula que debe realizarse anualmente, no obstante, los años de 

duración de la respectiva carrera profesional o técnica que se siga. Esta clasificación se opone a los 

contratos de ejecución instantánea (son aquellos que se cumplen simultáneamente con la generación 

del contrato) y a los contratos de ejecución diferida. 

 La importancia de calificar el contrato de educación superior como de tracto sucesivo, radica en  

“el particular efecto que adopta la condición resolutoria y la declaración de nulidad civil. En general, el 

efecto de ambas instituciones, es restituir a las partes al momento en que se encontraban antes de 

celebrar el contrato, es decir operan con efecto retroactivo. Pero en el caso de los contratos de tracto 

sucesivo en general, y en particular del que aquí nos ocupa, es imposible suprimir los efectos ya 

producidos ¿Cómo volver al educando al estado de ignorancia que tenía antes de celebrar el contrato? 

Así, en los contratos de ejecución sucesiva, la resolución opera sólo hacia el futuro y toma el nombre 

de terminación30”.  

 Otra importancia que deriva de ser un contrato de tracto sucesivo es la aplicación de la teoría de 

la imprevisión que consiste en “la facultad del deudor de solicitar la resolución o revisión del contrato 

de ejecución postergada, cuando un imprevisto ajeno a la voluntad de las partes ha transformado la 

obligación en exageradamente onerosa31”, de este modo lo requisitos que se deben reunir para que se 

pueda aplicar esta teoría son: 1°) Que se trate de contratos de tracto sucesivo o de cumplimiento 

diferido; 2°) Que por causas sobrevinientes, imprevistas, imprevisibles y extraordinarias, se altere de 

tal forma la equivalencia de las prestaciones, que sin llegar a constituir un obstáculo absoluto para el 

cumplimiento de la obligación, imponga a uno de los contratantes una excesiva onerosidad. La 

excesiva onerosidad en la generalidad de los casos ocurre en perjuicio del alumno ya que por múltiples 

motivos éste puede verse en la situación de ver peligrar sus estudios por ejemplo, por no contar con el 

dinero suficiente para pagar el arancel en forma íntegra y oportuna, favoreciéndole la aplicación de 

esta teoría, por cuanto le permite optar entre poner término al contrato o revisarlo a modo de aligerar la 

sobre carga que para él implica. 

 

 

                                                 
30 Varas Braun, A., Ob. Cit., P.18. 
31 http://www.udp.cl/derecho/estudiantes/apuntes/clasificacion_contratos.PDF 
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C) Es individual: 

 

 El contrato de educación superior es individual, porque sólo vincula a quien ha prestado su 

consentimiento para quedar jurídicamente vinculado por él. Al contrario de los contratos colectivos 

que vinculan a personas que no han consentido en él, lo cual sería totalmente contrario al principio de 

la libertad de enseñanza que consagra la C.P.R. en su Art. 19 Nº 11. 

 

D) Se celebra por adhesión: 

 

  El contrato por adhesión, ya de lata existencia en la práctica jurídica de países extranjeros y en 

el nuestro, es regulado explícita y formalmente por primera vez en nuestro ordenamiento jurídico por 

la ley Nº 19496 que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores32, la cual 

vino a zanjar los nocivos efectos que produce en este tipo de contratos el abuso de posición 

dominante33, de esta manera en su Art.1 inc.2 regla 6) señala que “Para lo efectos de esta ley se 

entenderá por contrato por adhesión: Aquél cuyas cláusulas han sido propuestas unilateralmente por el 

proveedor sin que el consumidor, para celebrarlo, pueda alterar su contenido”. 

 Por lo tanto, el contrato de educación superior, ya sea celebrado por escrito o consensualmente,  

es un contrato por adhesión, ya que no da lugar a la libre discusión de sus cláusulas por parte del 

estudiante que quiere matricularse en la institución, por ello en doctrina se ha dicho que el legislador 

adoleció de un problema semántico al definir este contrato en la mencionada ley, ya que, en vez de 

usar el término “propuestas”, debió decir “impone”, ya que las “propuestas” integran la fase pre 

contractual, es decir, la etapa de las tratativas o negociaciones preliminares que anteceden la 

celebración de los contratos libremente discutidos34. 

 

E) Es definitivo: 

 

 El contrato de educación superior es definitivo en contraposición a uno preparatorio porque “no 

está destinado a obligar a las partes a celebrar un determinado contrato”. 

 

 

 

 

 

 

 

                                                 
32 En adelante L.P.D.C. 
33 Maldonado Calderón, Mónica., “Particularidades de los contratos de adhesión en la ley nº 19496”, Revista de Derecho de 
la Universidad Católica de Valparaíso, Universidad Adolfo Ibáñez, Valparaíso, Chile, 1998.P.167. 
34 Maldonado Calderón, Mónica., Ob.Cit., Pp.167-168. 
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3.- Categorías contractuales aplicables al contrato de educación superior 

 

A) Carácter dirigido: 

 

 El que un contrato sea dirigido significa que “el legislador dicta algunas cláusulas 

(generalmente delicadas o de mayor importancia) con carácter obligatorio, destinadas a aplicarse a 

todos los contratos de una misma especie35”.  

 El contrato de prestación de servicios educacionales en principio no puede tener carácter 

dirigido, ya que para que ello ocurra es necesario que nos encontremos frente a un contrato establecido 

y regulado legalmente, lo cual, como ya mencionamos aquí no ocurre. 

 No obstante, el derecho a retracto de que gozan los alumnos de primer año, es una especie de 

manifestación dirigista en el contrato de educación superior, lo que sin embargo, no le da la categoría 

de dirigido, ya que esto se contradice con el hecho de ser atípico el contrato en estudio. 

 Las categorías de contrato ley, el subcontrato, el autocontrato, el contrato por persona a 

nombrar, el contrato por cuenta de quien corresponda, el carácter forzoso y el carácter tipo de los 

contratos, tampoco resultan aplicables al contrato de educación superior36. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                 
35 Varas Braun, A., Ob. Cit., P..21. 
36 Para un mayor entendimiento ver Varas Braun, A., “ Los contratos educacionales”., Memoria para optar al grado en 
ciencias jurídicas y sociales, 2006, pp.21 a 25. 
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CAPITULO II 

 

I.- REQUISITOS DE LA RELACIÓN JURIDICA QUE SURGE A PARTIR DE LA 

PRESTACIÓN DE SERVICIOS EDUCACIONALES UNIVERSITARIOS” 

 

 El contrato de educación superior es un acuerdo de voluntades entre el estudiante y/o su 

representante en los casos en que éste es menor de edad, que debe reunir, para nacer a la vida del 

derecho, los mismos requisitos comunes a todo contrato, tanto de existencia como de validez, sin los 

cuales, no estaría claramente manifestada la intención seria de obligarse mediante dicho vínculo 

jurídico. 

 El Art. 1445 del C.C. en su inciso primero señala que “para que una persona se obligue a otra 

por un acto o declaración de voluntad es necesario:1º.que sea legalmente capaz; 2º.que consienta en 

dicho acto o declaración y su consentimiento no adolezca de vicio; 3º.que recaiga sobre un objeto 

lícito; 4º.que tenga una causa lícita”; y es a partir de este Art. que la doctrina ha clasificado los 

requisitos del acto jurídico o contrato, en aquellos que son necesarios para su existencia  (el 

consentimiento, el objeto, la causa y las solemnidades, cuando la ley lo exige) y para su validez (la 

ausencia de vicios en el consentimiento, la capacidad, el objeto lícito y la causa lícita). 

 La omisión de cualquiera de estos requisitos trae consigo la sanción de nulidad o inexistencia 

del acto, sin embargo, existe un sector minoritario de la doctrina que no reconoce la inexistencia como 

sanción, y por ello niega la distinción entre requisitos de existencia y validez del acto37. 

 

 

1.1.- Requisitos de existencia y de validez del contrato de educación superior 

 

A) El consentimiento en el contrato de educación superior 

   

 Al referirnos a la clasificación general del mencionado contrato, señalamos que éste, 

atendiendo al número de partes que resultan obligadas, es de carácter bilateral. 

 Esta materia a pesar de su importancia no se encuentra regulada en el C.C., sino que en el C. de 

Com. el cual en sus Arts.  97 a 108 se refiere a su formación, “la cual consta de dos etapas: la oferta 

que hace una persona a otra para celebrar un contrato, y la aceptación de la otra parte38”. 

  En el contrato de educación superior, al ser por adhesión, no permite la discusión de su 

contenido por las partes contratantes, por lo que  la oferta formulada por la institución académica es 

dirigida al público en general, la cual, sin embargo, se encuentra limitada sólo a aquellos que reúnen 

los requisitos de ingreso establecidos en la L.O.C.E  y por el Consejo de Rectores, que básicamente 

son el haber cursado la enseñanza media y tener rendida la PSU respectivamente. 

                                                 
37 Abeliuk Manasevich, Rene., Las obligaciones, Editorial Jurídica de Chile, Santiago,1993, p.52. 
38 Abeliuk Manasevich, Rene., ob.cit., p.52 
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   Por tanto, la manifestación del consentimiento y la intención seria de obligarse por las partes 

quedará de manifiesto en el momento en que el alumno personalmente o mediante su representante, en 

caso de ser menor de edad, se matricule en la casa de estudios respectiva.  

 Pero aún en este momento no podemos decir que exista una relación jurídica completa entre las 

partes, ya que hoy en día para poder tener la calidad de alumno regular en las casas de estudios 

superiores, y aún más, para poder inscribir las asignaturas correspondientes, se hace necesario la 

suscripción de un pagaré y/o letra de cambio que garantice el pago del arancel de que se hace deudor el 

alumno al matricularse (la matrícula se ha definido como “el pago que se hace por una sola vez en 

cada período académico –anual o semestral- para inscribirse en una carrera a impartir por la 

institución39” de educación superior). 

  Por ello, pensamos que el pagaré y/o letra de cambio, a pesar de ser un contrato accesorio del 

principal, cual es la matrícula, han sido elevado tácitamente a la categoría de elemento esencial para la 

formación del consentimiento, ya que sin él, el alumno no puede hacer exigibles los derechos ni 

obligaciones que emanan de dicho contrato, ya que es recién con la suscripción del título de crédito 

respectivo que se hacen exigibles dichos derechos y obligaciones, y es recién en ese momento cuando 

se percibe una voluntad seria de obligarse por parte del estudiante. 

 Sin embargo, la situación se torna compleja cuando relacionamos las normas del C. de Com. 

con la nueva L.P.D.C que en su Art.3 Ter introducido con la reforma del año 2004 mediante ley 

19.955, establece el derecho a retracto que tienen los alumnos (o quien efectúe el pago en su 

representación) estudiantes de primer año de una carrera o programa de pregrado, y que consiste en la 

posibilidad de arrepentirse de la celebración del contrato de servicios educacionales, cuando luego de 

haberse matriculado en una institución, es aceptado en otra distinta y quiere dejar sin efecto el contrato 

celebrado con la primera institución40.  

 El problema que acarrea este artículo para la formación del consentimiento es que podría 

pensarse en un primer momento que establece una modalidad en la celebración del contrato, cual sería 

la condición de que si transcurridos los diez días que se tienen contados desde aquél en que se 

complete la primera publicación de los resultados de las postulaciones a las universidades 

pertenecientes al Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas, no se ejerce este derecho a 

retracto, recién en ese momento se debería entender que el contrato se encuentra perfeccionado por el 

verdadero consentimiento de las partes, ya que antes de transcurrido dicho plazo, aún existe la 

incertidumbre de si el alumno va a realizar o no sus estudios superiores en la institución académica en 

que se matriculó primero. Sin embargo, este problema no es tal, ya que el derecho a retracto debemos 

entenderlo, y así lo ha señalado el Servicio Nacional del Consumidor41, como la posibilidad de poner 

término a un contrato ya  celebrado dentro del plazo y cumpliendo los requisitos que señala la 

                                                 
39 http://www.educacionsuperiorchile.cl/docs/Carpeta5instructivo_sede.pdf 

40 http://www.gobiernodechile.cl/consumidor/consejos_det.asp?id_consejo=130 

 
41 En a delante Sernac. 
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L.P.D.C.42 (sobre este tema volveremos mas adelante), por ello nos es pertinente concluir que en el 

contrato de educación superior la oferta se encuentra constituída por los contenidos del contrato de 

adhesión y por los contenidos de los reglamentos y estatutos de la respectiva universidad los cuales se 

entienden incorporados al contrato, y la aceptación, por su parte, se manifiesta, mediante el 

consentimiento expresado en la suscripción de la matrícula y la suscripción del pagaré o letra de 

cambio respectiva, y en la firma del contrato respectivo, cuando la universidad cuenta con uno escrito. 

 Ahora, ya visto el consentimiento como requisito de existencia, lo abordaremos como requisito 

de validez del contrato, y en este sentido, nos referiremos al consentimiento exento de vicios. Así, el 

consentimiento puede adolecer de los vicios de error, fuerza o dolo. 

Respecto del error debemos entender éste como “el falso juicio que se tiene de una cosa, de un 

hecho, de una persona o del principio jurídico que se supone. De aquí que el error pueda ser de hecho o 

de derecho”43. Hay que tener presente que éste no vicia el consentimiento cuando recae sobre un punto 

de derecho44, por tanto, el error que sí puede viciar el consentimiento es aquel que recae, según los 

Art.1453, 1454 y 1555 del  C.C., en la especie del acto o contrato que se ejecuta o celebra o sobre la 

identidad de la cosa específica de que se trata (error esencial), “estimamos que este error es de muy 

escasa ocurrencia en el contrato de educación, tampoco hay jurisprudencia que demuestre lo 

contrario”45; cuando recae sobre la sustancia o calidad esencial del objeto sobre que versa el acto o 

contrato, o, cuando ésta ha sido determinante para contratar y ese motivo ha sido conocido por la otra 

parte  (error sustancial), “podría tener aplicación concreta en el contrato de educación, cuando se 

presten servicios educacionales que no conduzcan al alcance de los logros académicos acordados46”, 

teniendo en cuenta que éstos logros reflejan en sí mismos la proyección profesional y laboral de los 

servicios educacionales que se contratan podría darse como ejemplo la carrera impartida por cierta 

institución que oferto la carrera de criminalística, pensando que sus egresados serían fuertemente 

cotizados en el mercado laboral cuando comenzara a regir en nuevo sistema procesal penal, lo cual no 

fue así, y constituyó un caso de publicidad engañosa;  también vicia el consentimiento cuando recae 

sobre la persona con quien se tiene intención de contratar y esta consideración ha sido la causa 

principal del contrato (error en la persona), respecto de este error se ha dicho en doctrina47 que es 

plenamente aplicable al contrato de educación superior ya que la consideración de las cualidades del 

educador como del educando resultan determinantes a la hora de contratar los servicios educacionales, 

así, por un lado, resulta de fundamental importancia los servicios académicos que ofrece el educador, 

ya sea que se refieran a la calidad de los docentes que imparten las respectivas cátedras o la 

infraestructura o materiales de estudio con que contaran los alumnos, y por otro lado, la calidad o 

cualidades del alumnos también juegan un rol primordial a la hora de admitir su ingreso a la institución 

                                                 
42 http://www.gobiernodechile.cl/consumidor/consejos_det.asp?id_consejo=130 
43 León Hurtado, Avelino. El Objeto en los Actos Jurídicos. Editorial Jurídica de Chile. Santiago.1958. P. 118. 
44 Art. 1452 del C.C. 
45 Varas Braun, A., Ob.cit. P.42 
46 Varas Braun, A., Ob.cit. P.43 
47 Varas Braun, A., Ob.cit. P.44 
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de educación superior, no obstante a pesar de ello, no existen pronunciamientos jurisprudenciales al 

respecto. 

Finalmente, tal como señala Antonio Varas “nos parece apropiado hacer notar que la manera 

más eficiente de minimizar los conflictos, producto de los diversos tipos de error calificados por la ley 

como relevantes, es optimizar la información de las obligaciones y deberes recíprocos. Si bien en las 

diversas especies de contrato o de proceso de matrícula están exhaustivamente detallados los deberes 

académicos y conductuales de los educandos, es posible mejorar, a nuestro juicio, la precisión de las 

prestaciones académicas que se obligan a prestar los educadores48”, lo cual se lograría si hubiera un 

consenso a nivel de educación superior, respecto de escriturar un contrato y los contenidos mínimos 

que éste debería tener para asegurar una mayor protección a la parte mas débil de la relación jurídica, 

el estudiante.    

La fuerza como requisito de validez del acto jurídico es entendida por la doctrina como “el 

constreñimiento ejercido sobre la voluntad de un individuo mediante coacción física o amenazas, que 

le producen un temor de tal magnitud que le obliga a consentir en un acto jurídico que no desea.”49 Y 

se encuentra regulada en los Art. 1456 y 1456 del C.C. de los cuales se desprende que ésta vicia el 

consentimiento cuando es ilegítima, grave y determinante  en la celebración del contrato50. 

 Es posible imaginar casos en que la relación contractual en estudio podría llegar a adolecer de 

este vicio, ya que no son casos aislados aquellos en que los padres, que son en definitiva los que 

generalmente financian los estudios de sus hijos, obligan a sus hijos a optar por determinadas carreras 

condicionando su derecho a elegir, o en de caso contrario no financiarán sus estudios. Sin embargo, 

aquí se pueden presentar problemas  a  la hora de querer anular tal contrato viciado de fuerza, ya que el 

C.C. señala en su Art. 1456 inc. final que el temor reverencial, esto es, el solo temor de desagradar a 

las personas a quienes se debe sumisión y respeto, no basta para viciar el consentimiento, lo cual sería 

un argumento a favor de la entidad de educación superior a fin de mantener vigente el contrato y seguir 

percibiendo los aranceles correspondientes mientras dure el año académico, o en caso de dar por 

resuelto el contrato, percibir la correspondiente indemnización de perjuicios. Sin embargo, al respecto 

no existen pronunciamientos jurisprudenciales51, y creemos que esto se debe en gran medida porque es 

de muy rara ocurrencia que un alumno que no tiene  los medios para educarse o mantenerse 

económicamente solo, demande a su co contratante quien lo sustenta y le da la oportunidad de 

desarrollarse intelectualmente cursando la educación superior. 

El dolo como vicio del consentimiento lo encontramos en el Art.44 del C.C. que señala que este 

“consiste en la intención positiva de inferir injuria a la persona o propiedad de otro” y para que vicie el 

consentimiento debe ser obra de una de las partes y determinante, tal como lo señala el Art.1458 del 

C.C., nosotros pensamos que este vicio si es aplicable al contrato de educación superior, mas aún, si 

tenemos en consideración el Art.28 de la L.P.D.C. que se refiere a los mensajes publicitarios que 

                                                 
48 Varas Braun, A., Ob.cit. P.44 
49 León Hurtado, Avelino. Ob. Cit. p. 148. 
50 Abeliuk Manasevich, Rene., ob.cit., p.53 
51 Varas Braun, A., Ob.cit. P.44 
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inducen a error o engaño52, lo cual es ciertamente compatible con el contrato de educación superior si 

consideramos que hoy en día se puede ver cómo la educación en general, se encuentra tapizada de los 

mismos mecanismos y normas que rigen el mercado, ya sea en cuanto a la oferta que hacen las 

instituciones de educación, las modalidades de pago, el acceso a créditos bancarios, etc. Al respecto 

existe un fallo53 dictado por el cuarto juzgado de policía local de Santiago el 11 de julio de 2005, en 

causa caratulada “SERNAC  con Sistema Educacional Santo Tomás”, rol 17.343-A-04, en el cual se 

señaló:  “que en la especie, la publicación efectuada, -al afirmar un hecho que no es verdadero-, 

sosteniendo que el Sistema de Educación Santo Tomás e indicando las tres instituciones señaladas en 

el aviso, produce, objetivamente, una doble confusión respecto de su antigüedad y respecto de la 

antigüedad de la Universidad Santo Tomás, respecto de un elemento diferencial e importante respecto 

de la identidad de las instituciones educacionales, lo que determina que este juez deba acoger la 

denuncia deducida en esta causa por infringir el artículo 28-A trascrito en el considerando anterior”.  

 

B) La capacidad para celebrar el contrato de educación superior 

 

 La capacidad es una de las condiciones que el derecho exige para que la voluntad se exteriorice 

válidamente, y se define como “…la aptitud de una persona para adquirir derechos civiles y poder 

ejercerlos por sí misma54”. 

 Todo contrato supone la concurrencia de voluntades concientes, con facultad para entender el 

alcance y significado de sus declaraciones, por ello el C.C. señala en su Art. 1445 que “Para que una 

persona se obligue a otra por un acto o declaración de voluntad es necesario que sea legalmente 

capaz”. 

 En el Art. 1447, el C.C. señala quiénes están afectos a incapacidades 55 absolutas o relativas, y 

en su inc. final señala  un caso particular de incapacidades, las cuales semánticamente es mejor llamar 

“prohibiciones” que la ley impone a ciertas personas para ejecutar ciertos actos. Las sanciones a estos 

actos son la nulidad absoluta o inexistencia, dependiendo la teoría que se adopte, para los actos 

ejecutados por los incapaces absolutos, es decir por dementes, impúberes y sordos o sordomudos que 

no pueden darse a entender claramente, y para los actos jurídicos realizados por los incapaces 

                                                 
52 Art. 28 de la L.P.D.C.: “Comete infracción a las disposiciones de esta ley el que, a sabiendas o debiendo saberlo y a 
través de cualquier tipo de mensaje publicitario induce a error o engaño respecto de: 

a) Los componentes del producto y el porcentaje en que concurren. 
b) La idoneidad del bien o servicio para los fines que se pretende satisfacer y que haya sido atribuida en forma 

explícita por el anunciante. 
c) Las características relevantes del bien o servicio destacadas por el anunciante o que deban ser proporcionadas de 

acuerdo a las normas de información comercial. 
d) El precio del bien o la tarifa del servicio, su forma de pago y el costo del crédito en su caso, en conformidad a las 

normas vigentes. 
e) Las condiciones en que opera la garantía, y 
f) Su condición de no producir daño al medio ambiente, a la calidad de vida y de ser reciclable o reutilizable. 

53 Varas Braun, A., Ob.cit. P.46 
54 Alessandri Rodríguez,Ob. Cit. P. 45 
55 Son incapaces aquellos que carecen de la aptitud legal suficiente para hacer valer sus derechos por sí mismos, y sin el 
ministerio o la autorización de otro. ( a contrario sensu de lo que señala el Art. 1445 inc. Final del C.C.) 
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relativos, es decir, por menores adultos y disipadores que se hayan bajo interdicción de administrar lo 

suyo, la sanción es la nulidad relativa. 

 En el caso que nos ocupa y que se refiere a la capacidad del alumno para celebrar el contrato de 

educación superior, no existen problemas respecto a determinar si éste tiene  o no capacidad cuando 

celebra el contrato teniendo ya los 18 años de edad cumplidos, sino que el problema surge en el caso 

en que ello no haya ocurrido al momento de consentir en la celebración del contrato y en la perfección 

del mismo, ya que en este caso estaremos frente a un incapaz relativo, ya que el alumno al no tener los 

18 años de edad cumplidos, se encuentra en la categoría de menor adulto, lo cual le impide obligarse 

válidamente sin el ministerio o autorización de otra persona, o, a contrario sensu, como lo indica 

claramente el Art.1447 inc. 3º, “…sus actos pueden tener valor en ciertas circunstancias y bajo ciertos 

respectos determinados por las leyes”, esto es, cuando actúan por medio de sus representantes legales, 

o ellos mismos autorizados por éstos. Así, y tal como lo indica el Art.1448 C.C. los efectos del acto 

que realiza el representante facultado por la ley para representarlo, producen respecto de éste los 

mismos efectos cual si hubiera contratado él mismo. O, bien, en los casos en que el alumno al 

momento de matricularse o de celebrarse el contrato de educación superior, ya es mayor de edad, 

puede ocurrir que quien concurre a la celebración del acto sean sus apoderados en nombre de él, caso 

en el cual se configuraría la institución de la agencia oficiosa regulada por los Art. 1449 y 1450 del 

C.C., ya que en esta situación los padres están firmando un contrato por una persona plenamente capaz 

que no les ha conferido previamente poder alguno para ello, luego, la asistencia a clases y la elección e 

inscripción de los ramos correspondientes al año académico de la respectiva carrera constituirían la 

posterior aceptación tácita que requiere el Inc. Final del Art.1449, con la cual las partes que concurren 

a la celebración del acto quedan inhabilitadas para revocar el contrato  celebrado en favor del alumno. 

 

C) El objeto en el contrato de educación superior 

 

 El Art.1460 del C.C. señala que “toda declaración de voluntad debe tener por objeto una o mas 

cosas que  se trata de dar, hacer o no hacer…”, es decir, el objeto del contrato será la o las obligaciones 

que emanen de él, las que en el contrato de educación superior consisten en obligaciones de hacer, las 

cuales de acuerdo al Art.1461 del C.C., deben ser determinadas o determinables, y física y moralmente 

posibles. 

  Así se ha dicho que, “El objeto del contrato de educación superior, está constituido por las 

prestaciones académicas, tendientes a lograr títulos técnicos de nivel superior, títulos profesionales y 

grados académicos, según corresponda, dependiendo del tipo de establecimiento educativo que se 

trate56”. 

 Con respecto al requisito de que las obligaciones que emanan del contrato de educación 

superior deben ser determinadas o determinables, podemos señalar que ellas se encuentran contenidas 

en los reglamentos y estatutos de las respectivas casas de educación superior, y en aquellos casos en 

                                                 
56 Varas Braun, A., Ob.cit. P.38. 
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que existe un contrato previamente redactado, también en él. No obstante ello, en la práctica se 

presenta el problema que dice relación con la poca precisión que se utiliza al establecer las 

obligaciones que surgen del contrato para ambas partes, pero en especial para la institución académica. 

Por ejemplo es común ver en ciertos contratos cláusulas como: “ …Los servicios educacionales 

PODRÁN ser prestados por la Universidad, en cualquiera de sus dependencias, Campus o Sedes, o en 

cualquier otro lugar o dependencia, pertenezca o no a la Universidad, según las necesidades 

curriculares y académicas de la respectiva asignatura57”, aquí se puede apreciar claramente la facultad 

que se reserva la Universidad para ofrecer sus clases en el lugar que ella determine a su solo arbitrio, 

sin expresar claramente en qué casos ello podrá ocurrir así, ni por qué circunstancias, estableciendo 

claramente una carga para el alumno de verse expuesto en cualquier momento a un cambio de lugar, ya 

sea dentro de la misma ciudad o fuera de ella, lo que claramente le provoca un mayor desembolso 

económico. En el mismo contrato encontramos en la cláusula segunda otro caso en que las 

obligaciones quedan poco determinadas cuando dice “el alumno se obliga a cumplir estrictamente los 

reglamentos en los cuales constan sus derechos y obligaciones y a mantener una conducta acorde con 

el espíritu y perfil de esta Universidad. En forma especial, el alumno reconoce y acepta expresamente 

la facultad de la Universidad para la aplicación de medidas disciplinarias en los casos en que se incurra 

en incumplimiento de la referida normativa o en una conducta contraria a la recién exigida”. En este 

caso lo indeterminado de la obligación que nace para el alumno es ¿qué se debe entender por conducta 

acorde con el espíritu y perfil de la Universidad? Esta imprecisión cobra importancia desde el 

momento en que dicha Universidad se reserva la facultad de imponer medidas disciplinarias en caso de 

incurrir el alumno en conductas que atenten con el espíritu y perfil de ella. A modo de ejemplo 

también podemos citar el artículo sexto de otro contrato de educación superior58 que señala que “Este 

contrato tendrá validez mientras el alumno tenga la calidad de regular en los términos y condiciones 

que establezca la reglamentación vigente para cada uno de los niveles de enseñanza. Sin perjuicio de lo 

anterior se establecen las siguientes condiciones:  

a) La validez del contrato de prestación de servicios educacionales se prorrogará por períodos 

académicos semestrales, con independencia de la fecha de inscripción de asignaturas”, aquí se aprecia 

que las obligaciones que surgen del contrato no guardan relación con el objetivo de éste, ya que 

mediante el contrato de educación superior lo que el alumno espera es obtener un resultado, cual es el 

título profesional  o grado académico respectivo, lo cual no queda garantizado si el contrato expirará 

en cada semestre, debiendo ser renovado al siguiente. 

 No olvidemos, sin embargo, que hay que decir que para que el objeto sea válido o lícito, debe 

respetar los límites que ha establecido el legislador, tanto a nivel constitucional como legal; de este 

modo en doctrina se ha dicho que “…..el objeto lícito de las prestaciones académicas, dependerá si se 

trata de una institución de educación superior, que se encuentre en su período de acreditación, caso en 

el cual, los planes y programas de estudio, deben ser aprobados por el Consejo Superior de Educación, 

                                                 
57 Contrato de educación superior redactado por la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, Cláusula Primera, 
segundo apartado. 
58 Contrato de educación de la Universidad Católica de la Santísima Concepción, Artículo sexto letra A). 
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y aquellas instituciones que han alcanzado su plena autonomía, las cuales  tienen plena libertad para 

fijar sus planes y programas de estudio, no teniendo otras limitaciones que las impuestas por la moral 

las buenas costumbres, el orden público y la seguridad nacional59.” 

 

D) La causa (lícita) en el contrato de educación superior 

 

 La causa como requisito de existencia de los actos jurídicos y la causa lícita como requisito de 

validez se encuentra consagrada en el C.C., así el Art. 1445 señala que “Para que una persona se 

obligue a otra por un acto o declaración de voluntad es necesario:…….4º Que tenga una causa lícita”, 

y luego el Art.1467 prescribe que “No puede haber una obligación sin una causa real y lícita; pero no 

es necesario expresarla. La pura liberalidad o beneficencia es causa suficiente. 

 Se entiende por causa el motivo que induce al acto o contrato; y por causa ilícita la prohibida 

por la ley, o contraria a las buenas costumbres o al orden público…”; y luego, la importancia de la 

causa y que ésta sea lícita, viene dada por lo que señala el Art. 1468 del mismo texto legal que dice 

“No podrá repetirse lo que se haya dado o pagado por un objeto o causa ilícita a sabiendas”. No 

obstante, éstos son los únicos artículos que se refieren al tema, por ello la doctrina ha dicho en 

reiteradas oportunidades que la legislación al respecto es bien poco precisa, por lo que “no aparece 

claro si el requisito de la causa lícita se exige que concurra en todo acto o declaración de voluntad, en 

el contrato o convención, o en las obligaciones, pues el código después de referirse a la convención o 

al acto o declaración de voluntad se remite a la obligación60”, sobre este tema no ahondaremos, sólo 

diremos que dentro de la teoría general de la Causa, la doctrina mayoritaria ha entendido que se debe 

entender como “causa de la obligación, ya que el Art. 1467 comienza diciendo “No puede haber 

obligación sin una causa…..61”. 

 Por tanto, de acuerdo a lo ya señalado diremos que en el contrato de educación superior la 

causa de la obligación de las partes viene dada precisamente por la causa que ha tenido la contraparte 

para obligarse, de este modo la causa de la obligación del alumno y de su apoderado (representante 

legal y aval) son las diversas prestaciones académicas que espera obtener de la entidad de educación 

superior en que se ha matriculado, y por la otra parte, la causa de la obligación de la respectiva casa de 

estudios, es la cantidad de dinero que recibe por concepto de pago de matrícula y arancel anual o 

semestral según sea el caso, aunque en ciertas ocasiones, también puede ser causa de su obligación, el 

prestigio que le da a la institución el contar con alumnos destacados ya sea en al ámbito académico, 

deportivo o artístico. 

 

 

 

 

                                                 
59 Varas Braun, A., Ob.cit. P.55. 
60 Leon Hurtado, Avelino., la causa, Editorial Jurídica de Chile, año 1990, P.14 
61 Leon Hurtado, Avelino.,Ob.Cit. P.15. 



 31

E) Las formalidades en el contrato de educación superior 

 

 Como ya dijimos al momento de establecer la clasificación legal del contrato de educación 

superior, éste es un contrato atípico formal que en ciertos casos se encuentra sujeto a formalidades 

especiales establecidas por las partes. 

 En doctrina se señala que “las solemnidades son de derecho estricto; no las hay sin un texto 

legal expreso62”, y que éstas constituyen la manifestación misma del consentimiento en éste tipo de 

contratos.  

 Sin embargo, esta situación se refiere sólo a los contratos que se encuentran regulados por el 

legislador, no así a aquellos atípicos como es el caso que nos ocupa. 

  López Santa María63, con quien estamos absolutamente de acuerdo, señala que además de las 

solemnidades de derecho estricto ya mencionadas, existen además las solemnidades convencionales, 

que son aquellas que las partes pueden pactar libremente y que constituyen por la mera voluntad de 

ellas un requisito previo para el perfeccionamiento del contrato, cuyo principal efecto es dejarlas en la 

posibilidad de retractarse de la celebración del contrato mientras no se hayan suscrito las formalidades 

respectivas; sin embargo, como ya dijimos, en el contrato de educación superior no existe una libre 

discusión de su contenido por las partes concurrentes a su celebración, sino que más bien las cláusulas 

son impuestas unilateralmente por parte de la entidad académica, por lo que no podemos decir que las 

solemnidades de un contrato atípico por adhesión sean convencionales.  

 Para dar solución a este problema, es que el mismo autor López Santa María, señala que existen 

las denominadas “formalidades atípicas”, las cuales, a pesar de que no han sido abordadas en 

profundidad por la doctrina, vienen a solucionar el problema que se presenta respecto de las 

solemnidades de un contrato atípico por adhesión como lo es el de educación superior, señala el autor 

que “muchos actos jurídicos sólo existen si se manifiestan en determinados módulos formales64”, y es 

precisamente ello lo que ocurre en el presente caso. 

 En el contrato de educación superior la formalidad por excelencia es la matrícula, que es un 

proceso mediante el cual el alumno o su apoderado en representación de él, o, actuando como agente 

oficioso, según el caso, otorga su consentimiento en orden a desarrollar las actividades  lectivas 

correspondientes al año o semestre en que rige la matrícula. 

 No obstante, dijimos que este es un contrato por adhesión, el cual se encuentra regulado por la 

L.P.D.C. que en su Art.17 inc. 1º señala que “Los contratos de adhesión relativos a las actividades 

regidas por la presente ley deberán estar escritos de modo claramente legible, con un tamaño de letra 

no inferior a 2,5 milímetros y en idioma castellano, salvo aquellas palabras de otro idioma que el uso 

haya incorporado al léxico. Las cláusulas que no cumplan con estos requisitos no producirán efecto 

alguno respecto del consumidor…”, al relacionar esto con el Art. 1º del mismo texto legal que señala 

que “La presente ley tiene por objeto normar las relaciones entre proveedores y consumidores, 

                                                 
62 Alessandri Rodríguez,Ob. Cit. P.31 
63 López  Santa María, J., Ob.Cit., Pp.254, 255 y 256. 
64 López  Santa María, J., Ob.Cit., P.256 



 32

establecer las infracciones en perjuicio del consumidor y señalar el procedimiento aplicable en estas 

materias. 

 Para los efectos de la presente ley se entenderá por: 

 1.- Consumidores o usuarios: las personas naturales o jurídicas que, en virtud de cualquier acto 

jurídico oneroso, adquieren, utilizan, o disfrutan, como destinatarios finales, bienes o servicios. 

 2.- Proveedores: las personas naturales o jurídicas, de carácter público o privado, que 

habitualmente desarrollen actividades de producción, fabricación, importación, construcción, 

distribución o comercialización de bienes o de prestación de servicios a los consumidores, por las que 

se cobre precio o tarifa…..”, aún mas, si relacionamos los dos artículos anteriores con el Art.2 letra d) 

que señala “Quedan sujetos a las disposiciones de esta ley: 

 d) Los contratos de educación de la enseñanza básica, media, técnico profesional y 

universitaria, sólo respecto del Párrafo 4º del Título II (aquí encontramos el Art.17); de los Párrafos 1º 

y 2º del Título III; de los artículos 18, 24, 26, 27 y 39 C, y respecto de la facultad del o los usuarios 

para recurrir ante los tribunales correspondientes….” 

  Concluímos que, además, de la matrícula como formalidad atípica del contrato de educación  

superior; en muchas ocasiones la universidad respectiva a establecido como formalidad para este 

contrato la correspondiente escrituración del mismo, lo que, dicho sea de paso, es una formalidad que a 

pesar de estar establecida por la ley para un contrato atípico a la fecha del presente trabajo de 

investigación (no hay que olvidar que existe un proyecto de ley que intenta regular el contrato de 

educación), no se cumple en la mayoría de los casos, ya que son pocas las instituciones de educación 

superior que cuentan con contratos previamente redactados , y que, ha consecuencia de ello, menos 

aún, pueden dar cumplimiento  a la formalidad de escrituración de los mismos. 

 Por lo tanto, concluímos que el legislador, antes de establecer una formalidad de escrituración 

para los contratos de adhesión y hacer aplicable su normativa a los contratos de educación superior, 

debió haber regulado éste primero, cosa que sería mas lógica que establecer requisitos para un contrato 

que en términos estrictos no es regulado ni de manera convencional, ya que como dijimos, por su 

carácter de adhesión, no permite la libre discusión de las partes; ni de manera legal, ya que es de 

aquellos que en doctrina se denominan innominados o atípicos. 

  Al respecto se pronuncia el “Proyecto de ley que regula el contrato de prestación de servicios 

educacionales y establece normas sobre derechos de los alumnos, padres y apoderados en el proceso 

educacional65” en su Art. 3º donde señala que “La celebración por escrito del contrato de prestación de 

servicios educacionales será siempre obligatorio, sin importar la naturaleza jurídica del oferente de los 

servicios en el mercado, el nivel de enseñanza que se ofrezca ni la cuantía de las obligaciones 

pecuniarias contraídas por las partes. 

 La no escrituración del mismo, hará presumir en caso de controversia, que su contenido sea el 

señalado por el alumno o su representante”. 

                                                 
65 Boletín nº 2862-04,cámara de diputados, fecha de ingreso 15 de enero de 2002, disponible en página Web que se indica: 
http://sil.congreso.cl/pags/index.html 
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II.- DETERMINACION DEL MOMENTO EN QUE NACE LA RELACION JURIDICA 

 

 El momento en que nace la relación jurídica entre las partes es el momento exacto en el que se 

perfecciona el contrato de educación superior, esto es, cuando el consentimiento de las partes se 

encuentra claramente expresado ya sea de manera consensual o mediante el cabal cumplimiento de las 

solemnidades que se establecen y que pueden variar de una institución académica a otra. 

 En este punto, lo importante es determinar en qué momento se forma el consentimiento 

cuando dicho contrato no se encuentra escriturado previamente, como es lo que ocurre en la mayoría 

de los casos, en que sólo existe una oferta por parte de la casa de estudios al alumno, de someterse o 

aceptar los reglamentos que ella impone, quedando establecido el inicio de la relación jurídica desde el 

momento en que se paga la matrícula, siendo para nosotros, a partir de este momento en que surgen y 

se hacen exigibles las obligaciones para las partes. Del mismo modo opina Antonio Varas en su 

memoria para optar al grado de licenciado en ciencias jurídicas cuando dice “…desde cuándo el 

educando adquiría sus derechos y contraía sus obligaciones y sostuvimos que era desde el momento en 

que el educando adquiría la calidad de alumno regular. Finalmente, razonamos que el momento 

jurídico en que el educando adquiría tal calidad era al perfeccionarse el trámite de matriculación o 

postulación.66” 

 De este modo la primera obligación que surge para el alumno, es matricularse, acto en el cual 

debe otorgar la respectiva garantía de pago de las mensualidades correspondientes al año académico o 

semestre, según sea el caso, a través del pagaré, lo cual a su vez, le permite exigir a la casa de estudios 

superiores el cumplimiento de sus obligaciones correlativas, que en primer término consisten, en que 

en los casos que sea el primer año de estudios del alumno matriculado, en no negociar, endosar ni 

disponer de manera alguna de las garantías ofrecidas por éste, mientras no hayan transcurridos los diez 

días que el alumno tiene la facultad de ejercer el derecho a retracto (sobre esto nos referiremos mas 

adelante). 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                 
66 Varas Braun A., Ob.Cit.,P.41. 
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CAPITULO III 

 

 

I.-  DERECHOS Y OBLIGACIONES QUE SURGEN DEL CONTRATO DE EDUCACION 

SUPERIOR 

 

 Los distintos derechos y obligaciones que nacen de la relación jurídica que estamos analizando, 

se distinguen de acuerdo al momento en que nacen y la fuente de la que emanan, así tenemos, derechos 

y obligaciones pre contractuales, contractuales, constitucionales y legales.  

 

1.- Derechos y obligaciones  de carácter pre contractual: 

 

A)  Derecho a informarse acerca de “Si la institución de educación en la que se va a matricular 

está reconocida oficialmente67”:  

 

  Por el organismo del Estado correspondiente, es decir, si es autónoma, acreditada o se 

encuentra en proceso de examinación.  

 Estos son tres procesos que ha establecido la LOCE en cumplimiento del mandato 

Constitucional de Art. 19 Nº 11 de la C.P.R., así, “la primera etapa, de autonomía, dice relación con las 

exigencias que deberán cumplir las corporaciones que deseen obtener su reconocimiento oficial, el que 

les será otorgado por Decreto del Ministerio de Educación y en cuya virtud las universidades estarán 

en condición de iniciar sus actividades docentes; la segunda etapa, comprende el desarrollo del proceso 

de acreditación antes mencionado y al término del cual la respectiva universidad podrá obtener su 

plena autonomía, tal cual lo dispone la ley 20129 que establece un sistema nacional de aseguramiento 

de la calidad de la educación superior y la LOCE cuando señala que “Las universidades e institutos 

profesionales que al cabo de seis años hubieren desarrollado su proyecto satisfactoriamente a juicio del 

consejo, alcanzarán su plena autonomía y podrán otorgar toda clase de títulos y grados académicos en 

forma independiente, lo que deberá certificarse por el consejo. Es decir, esta plena autonomía emana 

directamente de la LOCE, una vez cumplidos los requisitos por ella impuestos, y por tanto, sólo a 

través de una ley de este rango se podrá alterar la naturaleza de esta autonomía, modificar su forma de 

ejercicio o cambiar el procedimiento para su obtención; la última etapa, de examinación, es de 

duración indefinida, se desarrolla a partir de la obtención de la plena autonomía…(lo que para este 

autor se traduce en) un derecho o bien inmaterial que la persona jurídica “universidad” incorpora a su 

patrimonio en forma definitiva, y que el poder público no le puede arrebatar  ni desconocer68”. 

 

 

                                                 
67 http://600.mineduc.cl/informacion/info_nive/nive_supe/supe_dere.phpDerechos en educación superior 
68 Cuevas Farren, G., Ob.Cit.,Pp. 297 y 298. 
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B.- Derecho a informarse acerca “Si la carrera se encuentra reconocida por el Ministerio de 

Educación69”:  

 

 Esto tiene importancia 70toda vez que es éste el organismo encargado de proponer y evaluar las 

políticas correspondientes a la educación superior, asignar los recursos económicos, evaluar el 

desarrollo de la educación como proceso integral, informar de sus resultados a la comunidad, estudiar 

y proponer las normas generales aplicables al sector y velar por su cumplimiento, otorgar el 

reconocimiento oficial a las casas de estudios superiores y cumplir cabalmente las funciones que le 

asigne la ley como por ejemplo la asignación de recursos, certificación de donaciones con beneficio 

tributario, programas de ayuda estudiantil, etc.  

 Es precisamente a través de todas estas funciones que el Estado, a través del Ministerio de 

Educación, en su rol subsidiario de los cuerpos intermedios y en cumplimiento del Art. 1 inc. 3 y  4 de 

la C.P.R. intenta garantizar la equidad, en el sentido de que “ningún joven con talento debiera quedar 

al margen del sistema de educación superior por no contar con los recursos económicos para financiar 

sus estudios71” y promover la calidad del sistema, ambos, como meta u objetivos prioritarios en la 

regulación del sistema académico. 

 

C.- Derecho a conocer “El grado académico y el título técnico o profesional al que accede72”: 

 

  Resulta obvio que esto sea así, ya que, los alumnos como consumidores del servicio de 

educación, tienen derecho a conocer que es lo que están contratando con la casa de estudios en la que 

se quieren matricular, de este modo también lo consagra la L.P.D.C. que establece en su Art. 28 que 

“Comete infracción a las disposiciones de esta ley  el que, a sabiendas o debiendo saberlo y a través de 

cualquier tipo de mensaje publicitario induce a error o engaño respecto de: 

b) La idoneidad del bien o servicio para los fines que se pretende satisfacer y que haya sido atribuida 

en forma explícita por el anunciante. 

c) Las características relevantes del bien o servicio destacadas por el anunciante o que deban ser 

proporcionadas de acuerdo a las normas de información comercial…” 

 Debemos tener presente que “las Universidades tienen la facultad de otorgar toda clase de 

títulos y grados, los institutos profesionales sólo pueden otorgar títulos profesionales (con excepción 

de aquellos únicamente reservados para las universidades) y títulos técnicos de nivel superior, mientras 

                                                 
69 http://600.mineduc.cl/informacion/info_nive/nive_supe/supe_dere.phpDerechos en educación superior 
 
70 Cd?Codig http://w3app.mineduc.cl/aplicacion600web/cons_03o=FUNMINEDUC&Tipo=1%enlace=1Funciones Del Ministerio de 
Educación 
71 Sepúlveda Gutierrez,L., “ La autonomía de las carreras de derecho en el marco de la globalización”, en Revista de Derecho, 

Universidad de Concepción, vol. II, Nº 212, 2002, P.556. 
 
72 http://600.mineduc.cl/informacion/info_nive/nive_supe/supe_dere.phpDerechos en educación superior 
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que los centros de formación técnica sólo tienen la facultad para otorgar títulos técnicos de nivel 

superior73.” 

 En este sentido, conocer el grado académico, título técnico o profesional que ofrece la casa de 

estudios es de vital importancia a la hora de optar por una casa de estudios u otra, o por una carrera u 

otra, ya que no es lo mismo en el plano laboral obtener el título de Técnico Jurídico que el de 

Licenciado en Ciencias Jurídicas y Sociales, ya que sólo el segundo permite optar al título de abogado 

ante la Corte Suprema, y además ambos ofrecen diferentes niveles de rentabilidad en el plano 

económico y, por otro lado, a pesar de ser carreras que se enmarcan dentro del ámbito jurídico, 

permiten optar a diferentes empleos, lo cual es fundamental a la hora de elegir qué se quiere estudiar. 

 

D) Derecho a conocer “El plan de estudios, malla curricular y académica74”:  

 

 A través de esto se trata de “…promover la calidad de la educación superior, particularmente en 

términos de pertinencia, esto es, que los programas respondan lo mas adecuadamente posible a las 

necesidades de los usuarios75”. Esto es por una parte, el derecho del alumno de conocer cuál es el 

contenido de las asignaturas que va a cursar en la carrera que le interesa, la distribución de las mismas 

durante el semestre o año que corresponda y los requisitos que debe cumplir para aprobar la 

asignatura; y, por otro lado, es un deber de las instituciones de educación dar a conocer con claridad, 

antes que se inicie el año académico, o mas precisamente, antes de que el alumno se matricule, todos 

los contenidos o programas académicos que se verán durante el transcurso del semestre o año, 

dependiendo el plan de estudios de la respectiva carrera. Esto tiene importancia por el diferente 

enfoque que se le puede dar a las diversas carreras, por ejemplo, Ingeniería Comercial, es una carrera 

que puede estar enfocada bien, al ámbito humanista o de relaciones públicas, o bien, más al ámbito 

financiero, y de esto dependerá en definitiva, que el alumno opte por elegir una casa de estudios u otra. 

Por estos motivos es que  “la malla curricular debe ser un fiel reflejo de los propósitos institucionales y 

del perfil del profesional que se quiere formar76”. 

 El derecho a conocer el plan de estudios, malla curricular y académica, esta garantizado para el 

alumno en la L.P.D.C. que en su Art.28 señala que: “Comete infracción a las disposiciones de esta ley 

el que, a sabiendas o debiendo saberlo y a través de cualquier tipo de mensaje publicitario induce a 

error o engaño respecto de: 

a) Los componentes del producto y el porcentaje en que concurren. 

c) Las características relevantes del bien o servicio destacadas por el anunciante o que deban ser 

proporcionadas de acuerdo a las normas de información comercial….” 

 

                                                 
73 www.sernac.cl/download.php?id=1616&n=1 
74 Idem. 
75 Sepúlveda Gutierrez,L., Ob.Cit., P.561. 
76 Sepúlveda Gutierrez,L., Ob.Cit., P.567. 
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E) Derecho “A conocer el cuerpo académico y duración de la carrera77”: 

 

  Esto es fundamental a la hora de proporcionar los servicios educacionales ofrecidos por las 

casas de estudios superiores, ya que tanto la duración de la carrera como el cuerpo académico 

encargado de impartir las cátedras son determinantes en la calidad de la enseñanza como servicio 

ofrecido al estudiante consumidor del mismo. En este sentido, a mayor instrucción del cuerpo docente 

en las áreas de su competencia, mayor será la calidad en la información que brinden a los alumnos, 

aunque bien es cierto que en muchos casos, estas cualidades no son suficientes si el profesor no es 

pedagógicamente eficiente, lo cual queda demostrado en el hecho de que en muchos casos los 

profesores encargados de impartir las respectivas cátedras no han estudiado o no tienen los 

conocimientos pedagógicos necesarios para poder brindar en forma correcta sus conocimientos al 

alumno. Por lo que pensamos, que más allá de la calidad de éstos, se hace necesario también que exista 

una regulación que obligue a aquellos profesionales que optan por dedicarse al área docente, a que se 

preparen para ello mediante cursos de capacitación, lo cual otorga una mayor garantía al alumno en la 

calidad de la enseñanza que va a recibir. 

 

F) Derecho a conocer “Las posibilidades de ayuda académica que entrega la institución78”:  

 

 “El sistema de educación superior reconoce un conjunto de mecanismos de ayuda estudiantil, 

que permiten a los postulantes a las instituciones de educación superior acceder a distintas fuentes de 

financiamiento para solventar, total o parcialmente, los costos asociados a los estudios de este nivel. 

 Esta ayuda estudiantil puede consistir en becas conformadas por fondos públicos, destinadas a 

financiar la totalidad o parte del arancel anual de la carrera a la que se postula, como la Beca 

Bicentenario, la Beca Juan Gómez Millas, la Beca Nuevo Milenio, la Beca Para Estudiantes 

Destacados que Ingresan a la Carrera de Pedagogía, y la Beca para Estudiantes hijos de Profesionales 

de la Educación.  

 Existen cuatro becas financiadas por fondos públicos de carácter asistencial, esto es, 

destinadas a solventar costos de mantención durante el año académico respectivo, ellas son la Beca 

Presidente de la República, la Beca Zonas Extremas, la Beca Indígena, y la Beca de Alimentación para 

Educación Superior. Complementariamente a ello, el sistema de ayuda estudiantil del Estado 

contempla la posibilidad de acceder a créditos en condiciones más ventajosas que las ofrecidas por el 

sistema financiero formal: 

  Fondo Solidario de Crédito Universitario, cuyo acceso está limitado a los estudiantes de las 

universidades pertenecientes al Consejo de Rectores, y 

  Crédito con garantía estatal, para el financiamiento de la educación superior, dirigido a todos 

lo alumnos de instituciones de educación superior autónomas y acreditadas institucionalmente. 

                                                 
77 http://600.mineduc.cl/informacion/info_nive/nive_supe/supe_dere.phpDerechos en educación superior 
78 Idem. 
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 Estos créditos son de largo plazo, con tasas de interés menores que las propias de un crédito 

obtenido en el sistema financiero común, y su pago se inicia transcurrido un tiempo luego del egreso 

del alumno beneficiario. 

 Adicionalmente, existe un crédito indirecto otorgado por CORFO a través del sistema 

financiero formal, el que consiste en una línea de financiamiento otorgada por dicho organismo a 

instituciones financieras, para que éstas otorguen directamente créditos a los estudiantes interesados, 

siendo sus características y condiciones fijadas entre el estudiante y cada institución financiera. 

 Finalmente, existen mecanismos directos de ayuda, ya sea a través de becas o créditos 

otorgados directamente por las instituciones de educación superior a sus alumnos79” 

 

G) Derecho a conocer “Las condiciones de ingreso, el costo de la carrera, las formas de pago, 

permanencia, término anticipado y titulación80”: 

 

 Esto tiene relación con el conocimiento de los respectivos reglamentos de las casas de estudios 

superiores, y también, con la publicidad que ellas hacen de las características del servicio educacional 

que ofrecen. 

 Especial importancia tienen las formas, condiciones, plazo y monto a pagar por el servicio 

educacional, ya que de acuerdo a un informe publicado por el Sernac81, cuyo estudio fue realizado 

entre el 1 de Noviembre de 2005 y 30 de Noviembre de 2006, de un total de 461 reclamos formulados 

por irregularidades en educación superior, 113 casos se encentran asociados a cobros indebidos e 

injustificados, lo cual representa un 24,5% del total de los reclamos recibidos por dicha institución en 

el período mencionado, esto deja a la luz claramente que al respecto falta regulación y fiscalización.    

En este sentido, es de reciente data el reclamo interpuesto ante el Sernac por la Federación de 

Estudiantes de la Universidad Católica (FEUC), mediante el cual se señala que es un “acto injusto e 

ilegal, la incorporación en el contrato de matrícula de la Universidad de una cláusula que obliga a los 

alumnos a aceptar un reajuste anual del arancel de hasta un 1,5%  sobre el IPC82”, lo que es 

expresamente contradictorio con la L.P.D.C. que prohíbe incorporar a los contratos cláusulas que 

establezcan incrementos de precios por los servicios ofrecidos. Esto, podría además, traducirse por 

ejemplo, en un modo indirecto de poner término anticipado (forzoso) al contrato de educación 

superior, ya que el ser más oneroso el contrato, implica una carga adicional muchas veces insostenible 

para la familia y el alumno matriculado en tal institución. 

 

                                                 
79 http://www.isfmaristas.cl/serv_acad/pdf/BECAS_Y_CREDITOS_final.pdf 
80 http://600.mineduc.cl/informacion/info_nive/nive_supe/supe_dere.phpDerechos en educación superior 
81 www.sernac.cl/download.php?id=1616&n=1 
82 http://www.chilevision.cl/apspanish/detnoti.php?keyy=67932 
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H) Derecho a conocer “La infraestructura y servicios de apoyo disponibles (biblioteca, acceso a 

computadores, laboratorios, instalaciones deportivas, casinos, convenios con otras instituciones 

de educación superior e intercambios, etc.)83”:  

 

 Estos son datos de suma importancia a la hora de elegir en qué institución matricularse para 

seguir una determinada carrera, ya que tanto la infraestructura como los servicios de apoyo disponibles 

determinan la calidad del servicio educacional que reciben los alumnos. 

 Por otra parte, al recibir una errónea información al respecto o negar el acceso a ella, se 

configura el delito de publicidad engañosa tipificado en el Art. 28 de la L.PD.C., es por esto, que la 

información que entregue la institución académica debe ser un fiel reflejo de todos los instrumentos 

con que contará el alumno para lograr un pleno, armónico e íntegro desarrollo tanto educacional, como 

valórico y cultural. 

 

I) Derecho a conocer “El contrato y otros documentos a firmar, el reglamento interno y 

académico de la institución84”: 

 

 El contrato como un acuerdo de voluntades que genera obligaciones para las partes, no podría 

tener efectos respecto de aquella que no conoce sus contenidos, es por ello, que es un deber de la 

institución y un derecho del alumno conocer y entender todas las cláusulas que lo componen, ya que es 

precisamente de éste, de los documentos anexos, del reglamento interno y académico de donde surgen 

los derecho y obligaciones que se harán exigibles una vez perfeccionada la relación contractual. 

 

J) “Tienen el deber de leer de manera exhaustiva y comprensiva todos los documentos que vayan 

a firmar para el contrato de prestación de servicios educacionales (incluida la letra chica del 

contrato) y de preguntar lo que no quede claro”85 : 

 

 Este deber de los alumnos se traduce en la obligación de la institución  de educación superior 

de otorgar los medios necesarios para la debida lectura y comprensión de los términos del contrato y 

de los reglamentos que regulan dicha institución, y de permitir que éstos sean leídos mas de una vez en 

caso que así lo solicite el alumno o su representante. 

 En este sentido como ya hemos mencionado en varias oportunidades anteriormente, debemos 

dejar establecido que el contrato de educación al ser un contrato por adhesión se encuentra regulado 

por la L.P.D.C. la cual señala en su Art.17 que el tamaño de la letra en los contratos no puede ser 

inferior 2,5 milímetros. 

 

 
                                                 
83 http://600.mineduc.cl/informacion/info_nive/nive_supe/supe_dere.phpDerechos en educación superior 
84 Idem. 
85 Idem. 



 40

2 .- Derechos y obligaciones de carácter  contractual: 

 

A) “Derecho a que el régimen disciplinario y de evaluación académica sea aplicado de modo 

igualitario e imparcial para todos los estudiantes86”: 

 

 Esto se relaciona con la letra A) por lo que nos remitiremos a ella en lo que concierne a la 

protección Constitucional, y la jurisprudencia citada. 

 El derecho a que el régimen disciplinario y de evaluación académica sea aplicado de manera 

igualitaria e imparcial quiere decir que es deber de quien presta el servicio educacional el establecer el 

respectivo reglamento de conducta y de evaluación académica de manera tal que resulte equitativo 

para todos los estudiantes y que las sanciones establecidas para ante la infracción de la normativa de 

conducta sean justas al igual que el procedimiento para establecer en el caso concreto su procedencia. 

Todo lo cual debe estar determinado y ser informado antes de perfeccionarse el respectivo contrato con 

el alumno, ya que luego de ello tales condiciones de permanencia en la institución se convertirán en 

derechos adquiridos para el estudiante, por lo que una aplicación arbitraria e ilegal de dicha normativa 

daría lugar para la interposición de un Recurso de Protección consagrado en el Art. 20 de la C.P.R. por 

vulnerar el Derecho de Propiedad que adquiere el alumno sobre ellos al momento de matricularse. 

 

B) “Derecho de asociación de los estudiantes87”: 

 

 Esto consiste en el derecho que tienen los estudiantes de asociarse entre ellos para expresar sus 

ideas, formular inquietudes, cuestionamientos y propuestas a la institución académica a la que 

pertenecen, y de este modo aprovechar la influencia que da el apoyo masivo, todo lo cual debe ser 

dentro de un ambiente de respeto hacia la autoridad académica, y con los pares, respetando las ideas, 

opiniones e inquietudes de todos quienes participan y a quienes representan en la asociación. 

 Este derecho se encuentra reconocido en el Art. 19 Nº 15 de la C.P.R. que consagra el derecho 

de asociarse sin permiso previo, con las únicas limitaciones que nos imponen la moral, el orden 

público y la seguridad del Estado. 

 

C) “Derecho a participar88”: 

 

 En doctrina se define el derecho a participar como “la facultad de toda persona de tomar parte 

en cualquiera de las organizaciones y actividades de la vida social89”, en el ejercicio de este derecho 

“se produce una interacción educativa entre persona y grupo, en el cual aquélla aporta su grado de 

formación al grupo y resulta enriquecida en el contacto con éste, en una espiral progresiva de 
                                                 
86 http://600.mineduc.cl/informacion/info_nive/nive_supe/supe_dere.phpDerechos en educación superior 
87 http://600.mineduc.cl/informacion/info_nive/nive_supe/supe_dere.phpDerechos en educación superior 
88 Idem. 
89 Ríos Alvarez, Lautaro., “Marco teórico del derecho a participar y de la participación universitaria”, en Revista de 
Derecho, Univeridad de Concepción, Nº179, Año 1986, P.32 
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desarrollo en que cada grado de perfeccionamiento personal provoca y exige al sujeto un mayor nivel 

de participación  o, lo que es lo  mismo, de proyección y de realización social90”. 

 Este es un derecho que se encuentra consagrado a nivel Constitucional (Art. 1º inc. 3º y 5º) 

como el derecho que tienen todas las personas a formar e integrar grupos intermedios, con la debida 

autonomía que el Estado les garantiza, así como el derecho a participar en igualdad de condiciones en 

la vida nacional. 

 Lo importante en el ejercicio de este derecho es que la participación como  manifestación de 

voluntad, ya sea individual o colectiva, tenga un contenido que signifique un aporte a la institución 

académica, ya que dicho aporte es el fundamento que justifica este derecho, y sólo en la medida que 

ello sea así se puede reclamar de la autoridad o institución académica que otorgue los canales 

necesarios para hacer efectivos tales aportes. De este como señala Lautaro Ríos “El derecho a 

participar culmina, pues, en a regulación valorativa del aporte con que ella contribuye91”. 

 

D) “Derecho a pase escolar92”: 

 

 Este es un derecho de carácter social que ayuda a los alumnos, una vez matriculados a optar a 

la rebaja en la tarifa de locomoción colectiva. 

 

E) “Luego de matricularse tienen el deber de solicitar y conservar una copia del contrato 

suscrito, del reglamento interno, de la malla curricular de la carrera, y demás documentos 

pertinentes, y cumplir adecuadamente todos aquellos compromisos que de ellos deriven93”. 

 

 La copia del contrato suscrito en importante en cuanto ante un eventual incumplimiento de 

obligaciones por parte de la casa de estudios superiores, servirá como medio de prueba de aquellas. 

 

F) “Cumplimiento de las exigencias académicas y conductuales94”: 

 

 Estas obligaciones que recaen sobre el alumno matriculado encuentran su fundamento primero, 

en el respectivo reglamento interno de la institución de educación superior de la cual reciben los 

servicios correspondientes, y segundo, del respectivo contrato suscrito por el alumno o su 

representante, el cuál, no obstante, debe ser acorde y no contradecir en ningún aspecto el reglamento. 

 El no cumplimiento de las exigencias académicas y conductuales o disciplinarias, constituirá al 

alumno en una falta que puede acarrear a que éste repruebe una asignatura, repita el año académico, o, 

en los casos mas extremos, sea expulsado de la institución. 

 
                                                 
90 Ríos Alvarez, Lautaro.,Ob.Cit., P.33. 
91 Ríos Alvarez, Lautaro.,Ob.Cit., P.39. 
92 http://600.mineduc.cl/informacion/info_nive/nive_supe/supe_dere.phpDerechos en educación superior 
93 Idem. 
94 Varas Braun, A., Ob.Cit.,P.81. 
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G) “Deber de pagar oportunamente la prestación: 

 

Como toda obligación, la de pagar la matrícula y el arancel (o colegiatura), deben cumplirse en 

formas íntegra y oportuna. Su incumplimiento da derecho al educador, a poner término al contrato de 

prestación de servicios educacionales95”. 

El no cumplimiento de esta obligación trae como consecuencia la no renovación de matrícula el 

año siguiente, y por ende del contrato y de los servicios educacionales.                                                                            

 

H) “Deber de acatar las sanciones impuestas en conformidad al reglamento interno96”: 

 

 Este es un deber que se asume al matricularse en la institución. Su no cumplimiento puede dar 

derecho a la institución a poner término anticipado al contrato. 

 

3.- Derechos de carácter constitucional: 

 

A) “Derecho a que la selección y mantención de los alumnos sea exclusivamente basada en 

criterios académicos y no en razón de tu apariencia, credo, origen, posición social, política o 

sexo97”: 

 

 Este es un derecho que encuentra su fundamento a nivel constitucional, en el Art.19 que dice 

que “La constitución asegura a todas las personas”: Nº 2 inc.2 señala que “ni la ley ni autoridad alguna 

podrán establecer diferencias arbitrarias” y  Nº 6 “La libertad de conciencia, la manifestación de todas 

las creencias y el ejercicio libre de todos los cultos que no se opongan a la moral, a las buenas 

costumbres o al orden público”. 

  En este sentido se ha pronunciado también la jurisprudencia98, al acoger un Recurso de 

Protección interpuesto ante la Corte de Apelaciones de Chillan y ratificado posteriormente por la Corte 

Suprema, en el cual uno de los fundamentos para invocar la infracción al Art. 19 Nº 2 era la 

arbitrariedad e ilegalidad del acto que cancela la matrícula a una alumna de educación superior en 

estado de gravidez con 26 semanas de gestación, aludiendo la Corte, que “…se vulnera el derecho de 

igualdad consagrado en la Constitución en el sentido  que el embarazo o la lactancia no son 

impedimentos para ingresar o permanecer en une establecimiento de educación superior. Que de otro 

lado, el hecho de quedar en estado de gravidez  por una actividad sexual  anterior  al matrimonio, no 

obsta a la creencia  de que el sexo  ha sido instituido  por Dios  y goza  de su bendición  como lo 

sostiene la recurrida, ni puede considerarse  una violación  o contradicción  al modelo  estricto de la 
                                                 
95 Varas Braun, A., Ob.Cit.,P.82. 
96 Varas Braun, A., Ob.Cit.,P.82 
97 Idem. 
98 Corte de Apelaciones de Chillán, Acoge Recurso de Protección,  Sentencia de 10 de Abril de 2000, Rol N°2.295-00 
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moral cristiana, toda vez  que no puede  estimarse  que haya constituido  una práctica  de perversión  o 

frivolidad  en términos  de ser constitutiva  de un acto  deshonesto, inmoral, inadecuado  o falta 

deliberada  o reiterada  hacia cualquiera  de los puntos contenidos  en el  Reglamento  o las 

instrucciones  impartidas  por la autoridad  competente  de la Universidad99 .” 

 

B) “Derecho a no ser discriminado en los procesos de selección y mantención, a que éstos sean 

previamente conocidos, aceptados, con criterios claros y transparentes100”: 

 

 Este es un derecho que al igual que el anterior se encuentra protegido constitucionalmente por 

el Art. 19 Nº 2 ya mencionado. Su máxima importancia radica en que impone obligaciones a la 

institución de educación superior antes que se encuentre formalizada la relación contractual, es mas, 

incluso antes de que se de inicio al iter contractual mediante las negociaciones preliminares, ya que el 

derecho a no ser discriminado en los procesos de selección y mantención se traduce en la obligación de 

la institución correspondiente de educación superior de crear reglamentos y estatutos claros en cuanto 

al proceso de selección de los alumnos postulantes y los requisitos que ellos deben cumplir para 

postular en igualdad de condiciones, así como también en la obligación de crear sistemas de acceso a 

dicha información para todo aquel que la solicite. 

 

C) “Derecho de propiedad sobre los logros académicos101”: 

 

 Los logros académicos que obtienen los alumnos matriculados en una casa de estudios 

superiores son aquellos que se obtienen luego de haber cumplido con los requisitos que exige la 

institución respectiva, ya sean éstos, referidos a calificaciones, asistencia u otros méritos que se 

impongan vía reglamento. Es, respecto de ellos que los alumnos obtienen un derecho de propiedad, por 

que tal como lo señala el Art. 19 Nº 24 “La Constitución asegura a todas las personas: El derecho de 

propiedad en sus diversas especies sobre toda clase de bienes corporales o incorporales”. 

 En este sentido lo entienden también los tribunales, y han señalado que el derecho de propiedad 

que el alumno obtiene sobre los logros académicos, no tiene relación alguna con que si éste se 

encuentra o no al día con el pago de los aranceles, aún en esa situación, nadie, ni menos la institución 

académica puede desconocerle su derecho de propiedad sobre ellos. Los Tribunales han señalado, en 

causa Miguel Andrés Mejías López con Universidad Pedro de Valdivia, Rol.1742-2007 que “La 

educación se manifiesta a través de la enseñanza formal y de la informal, siendo la primera la que 

estructurada científicamente, se entrega de manera sistemática y está constituida por niveles que 

aseguran la unidad del proceso educativo y facilitan la continuidad del mismo a lo largo de la vida de 

                                                 
99 Corte de Apelaciones de Chillán, Acoge Recurso de Protección,  Sentencia de 10 de Abril de 2000, Rol N°2.295-00 

 
100 http://600.mineduc.cl/informacion/info_nive/nive_supe/supe_dere.phpDerechos en educación superior 
101 Varas Braun, A., Ob.Cit.,P.83 
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las personas, correspondiéndole a las universidades el nivel consistente en otorgar títulos profesionales 

y grados académicos.  

 La persona que ingresa a una carrera universitaria se somete al programa de carrera que la 

universidad le ofrece, que corresponde a las definiciones adoptadas científicamente, teniendo como 

contrapartida el derecho a la certificación del contenido, porque es en virtud de la sistematización de 

contenidos que la universidad ha ofrecido que el sujeto ha podido optar y desarrollar los estudios 

correspondientes, razón por la cual debe acogerse el recurso de protección, en vista que la negativa de 

la universidad a entregar la certificación pedida – programa de cursos aprobados – perturba 

arbitrariamente el ejercicio de los derechos que le corresponden al haber tenido la calidad de estudiante 

una carrera, pues no existe fundamento alguno al negárselos, toda vez que la situación de mora en el 

pago de los aranceles universitarios no justifican la privación de los mismos102.” 

 

4.- Derechos y obligaciones de carácter legal: 

 

A) “Derecho a que el contenido de la publicidad que ofrece el servicio educacional sea claro, 

verídico, no induzca a error ni confusión103”: 

 

 Sobre este punto nos remitiremos a lo ya dicho sobre el error como vicio del consentimiento y 

al Art. 28 de la L.P.D.C , pero debemos añadir lo que consagra el Art.28 A de la L.P.D.C. que señala:  

“Asimismo comete infracción a la presente ley el que, a través de cualquier tipo de mensaje 

publicitario, produce confusión entre los consumidores respecto de la identidad de empresas, 

actividades, productos, nombres, marcas u otros signos distintivos de los competidores”. 

 

B) “Derecho a que la institución de educación superior cumpla con todo lo ofrecido tanto 

directamente como en su publicidad o difusión, así como a las condiciones convenidas en el 

contrato y los documentos anexos a él. Las condiciones del servicio educacional no pueden ser 

modificadas de modo arbitrario y unilateral, por ejemplo el título profesional de la carrera que 

vas a estudiar, la institución que entrega dicho título, etc.104” 

 

 Este derecho del alumno, y obligación del prestador se servicios se encuentra garantizado por la 

L.P.D.C. en cuanto ésta sanciona los mensajes publicitarios que inducen a error o engaño, igualmente, 

se encuentra protegido por el Art.19 Nº 24 de la C.P.R que establece el Derecho de propiedad sobre 

bienes incorporales (los derechos adquiridos del alumno), y cuya infracción arbitraria o ilegal da lugar 

a la interposición del Recurso de Protección consagrado en el ya mencionado texto legal. 

                                                 
102 Sentencia pronunciada por Corte de Apelaciones de Santiago, con fecha 16 de noviembre de 2007, Rol Protección Nº 77-2007, 
disponible en Lexis Nexos, jurisprudencia On Line Nº 36625, página Web: 
http://productos.lexisnexis.cl/NXT/lexisnexis.dll?f=templates&fn=default.htm&3.0&Tit=A_Juridica/CL_JOL01&vid=LNChile:28 
103 Idem. 
104 Idem. 
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 En lo que respecta a las condiciones del servicio educacional, éstas no pueden ser modificadas 

arbitraria ni unilateralmente, lo cual se fundamenta en que el contrato de educación superior es un 

contrato por adhesión que, como ya dijimos anteriormente, se encuentra regulado en la L.P.D.C. en su 

Art. 16, el que prohíbe expresamente la incorporación de cláusulas que otorguen a cualquiera de las 

partes la facultad de dejar sin efecto, modificar a su solo arbitrio, o suspender unilateralmente la 

ejecución del contrato, y que en caso de incorporarse alguna, ésta no tiene validez alguna, lo cual, sin 

embargo, no supone dejar sin efecto el contrato entero, sino sólo la cláusula abusiva, de este modo lo 

confirma también Sonia Maldonado al señalar “…que en la mente del legislador nunca estuvo el 

propósito de sancionar con la ineficacia a todo el contrato de consumo en su globalidad, sino 

solamente las estipulaciones infractoras105” 

 Pero aquí surge el problema respecto de todos aquellos casos en que no existe un contrato 

previamente redactado, nosotros dijimos anteriormente que en tales casos se da por perfeccionada la 

relación jurídica entre las partes con la sola suscripción de la matrícula, caso en el cual el reglamento 

interno y los estatutos de la institución prestadora de los servicios educacionales correspondientes 

hacen las veces de “contrato”, en el sentido que en ellos quedan contenidas las normas y régimen tanto 

disciplinario como de evaluación a que debe someterse el alumno. Sin embargo, en este caso resulta 

discutible que estemos ante un contrato por adhesión propiamente tal, ya que la ley 19.496 que lo 

regula, prescribe para su validez el requisito de que sea escrito, a contrario censu, si no consta por 

escrito no tiene validez, ni siquiera existe, por lo que en tales casos resulta dudoso que el alumno 

pueda ampararse en dicha ley para la protección de sus derechos, no obstante lo cual mantiene la 

posibilidad de hacer efectivas las responsabilidades correspondientes a través de la vía jurisdiccional 

del Recurso de Protección, en los casos en que vea vulnerados sus derechos académicos por una 

decisión arbitraria o ilegal que modifique o suspenda unilateralmente la prestación del servicio 

educacional ofrecido. 

 

C) “Derecho a retracto106”: 

 

 Este es un derecho del cual gozan todos los estudiantes de primer año que ingresan a una 

carrera o programa de pregrado, y que consiste en la facultad que tienen de arrepentirse o dejar sin 

efecto el contrato de educación superior, en los casos en que, luego de haberse matriculado en una 

institución, cambia de opinión y decide matricularse en otra institución107. 

 Se encuentra reconocido en la L.P.D.C. en su Art.3 ter que señala “En el caso de las 

prestaciones de servicios educacionales de nivel superior, proporcionadas por centros de formación 

técnica, institutos profesionales y universidades, se faculta al alumno o a quién efectúe el pago en su 

                                                 
105 Maldonado Calderón, Sonia., Ob.Cit., P.169. 
106 http://600.mineduc.cl/informacion/info_nive/nive_supe/supe_dere.phpDerechos en educación superior 

107 http://www.gobiernodechile.cl/consumidor/consejos_det.asp?id_consejo=130 
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representación para que, dentro del plazo de diez días dentro de aquél en que se complete la primera 

publicación de los resultados de las postulaciones a las universidades pertenecientes al Consejo de 

Rectores de las Universidades Chilenas, deje sin efecto el contrato con la respectiva institución, sin 

pago alguno por los servicios educacionales no prestados. 

 Para hacer efectivo el retracto a que se refiere este artículo, se requerirá ser alumno de primer 

año de una carrera o programa de pregrado y acreditada ante la institución respecto de la cual se ejerce 

esta facultad, encontrarse matriculado en otra entidad de educación superior. 

 En ningún caso la institución educacional podrá retener con posterioridad a este retracto los 

dineros pagados ni los documentos de pago o crédito otorgados en respaldo del período educacional 

respectivo, debiendo devolverlos todos en el plazo de diez días desde que se ejerza el derecho a 

retracto. En el evento de haberse otorgado mandato general para hacer futuros cobros, éste quedará 

revocado por el solo ministerio de la ley desde la fecha de la renuncia efectiva del alumno al servicio 

educacional. El prestador del servicio de abstendrá de negociar o endosar los documentos recibidos, 

antes del plazo señalado en el inciso primero. 

 No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, la institución de educación superior estará 

facultada para retener, por concepto de costos de administración, un monto de la matrícula, que no 

podrá exceder al uno por ciento del arancel anual del programa o carrera”. 

  A raíz de este Art. surge la obligación para la institución académica de retener los documentos 

de pago y sus garantías ante la eventualidad de que el alumno decida ejercer su derecho a retracto y le 

deban ser restituidos108, pero en tal caso, es importante tener presente, que será necesario que el 

alumno o su representante acredite o pruebe estar matriculado en otra institución académica, lo cual se 

hace con el documento en que consta la nueva matrícula. 

 Las infracciones que se cometan o que perturben el ejercicio de este derecho se deben reclamar, 

en una instancia, ante el Juzgado de Policía Local correspondiente sin necesidad de patrocinio de 

abogado y por causas que no superen las 10 UTM. 

 Finalmente, y a pesar de no estar señalado en la ley, se recomienda que “ La solicitud de 

retracto... se manifieste por escrito, a fin de que el estudiante se quede con una copia (timbrada con la 

fecha de recepción) para el caso de que existan problemas posteriores109”. Esto tiene importancia, en  

cuanto la institución que recibe la solicitud de retracto tendrá, a contar de dicho momento, diez días 

para devolver la documentación pertinente al alumno. 

 

  

 

 

 

 

                                                 
108 http://www.gobiernodechile.cl/consumidor/consejos_det.asp?id_consejo=130 
109 Idem. 
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II.- EXIGIBILIDAD DE TALES DERECHOS Y OBILGACIONES. 

 

 Los medios para hacer exigibles los derechos y obligaciones que nacen de la relación 

contractual de prestación de servicios entre la entidad de educación superior y el alumno matriculado 

en ella, son diversos, dependiendo en definitiva de dónde emanen los derechos u obligaciones cuya 

infracción da derecho a ejercitar la acción judicial correspondiente. 

 

A) Infracciones a la L.P.D.C. : 

 

 Como ya señalamos con anterioridad, el mencionado texto legal, no es completamente 

aplicable al contrato de educación superior, ya que en su Art. 2 señala que “Quedan sujetos a las 

disposiciones de esta ley: letra d) Los contratos de educación de la enseñanza básica, media, técnico 

profesional y universitaria, sólo respecto del Párrafo 4º del Título II; de los Párrafos 1º y  2º del Título 

III, de los artículos 18, 24, 26, 27 y 39 C, y respecto de la facultad del o los usuarios para recurrir ante 

los tribunales correspondientes, conforme a los procedimientos que esta ley establece, para hacer 

efectivos los derechos que dichos Párrafos y artículos les confieren. 

 Por lo tanto, quedan resguardados por esta ley aquellos deberes y obligaciones que dicen 

relación con: la equidad en las estipulaciones y en el cumplimiento del contrato por adhesión, las 

infracciones que se cometan por cobros indebidos cuando estos sean superiores a los exhibidos, 

informados o publicitados, las acciones que persiguen la responsabilidad contravencional quedarán 

resguardadas por esta vía durante seis meses y las sanciones que por ella se impusieren, por el plazo de 

un año desde que exista sentencia condenatoria, las restituciones pecuniarias reajustadas que deban 

hacerse las partes cuando se haya infringido esta ley, lo que diga relación con las infracciones sobre 

información, publicidad, promociones y ofertas, y la información del importe de los impuestos 

correspondientes haya o no una operación de crédito en la relación contractual entre institución 

académica y alumno. 

 Este resguardo de hace efectivo ante el Juez de Policía Local correspondiente al domicilio de la 

institución académica, sin embargo, en los casos en que se trate de cláusulas abusivas que impongan la 

modificación unilateral del contrato, lo dejen sin efecto, o establezca incremento de los precios 

señalados oportunamente, serán competentes los tribunales ordinarios de acuerdo a las reglas 

generales. 

 La acción interpuesta ante el Juez de Policía Local, no debe pretender otro fin que el que se 

imponga la sanción correspondiente a la infracción cometida, anulas las cláusulas abusivas que se 

incorporen al contrato por adhesión, obtener la prestación en cuyo incumplimiento ha caído la 

institución académica, o simplemente hacer cesar el acto que afecta el ejercicio de los derechos de los 

alumnos, todo lo cual se puede obtener más la debida indemnización de perjuicios que corresponda y 

la reparación del daño correspondiente. 



 48

 No obstante, tal como lo señala el texto legal en comento, hay que hacer la salvedad que no se 

podrá recurrir ante los tribunales de justicia que señala esta ley, por la calidad de la educación o por las 

condiciones académicas fijadas en los reglamentos internos vigentes a la época de ingreso a la carrera 

o programa respectivo, los cuales, como señala la norma, no podrán ser alterados sustancialmente, en 

forma arbitraria, lo que, por lo tanto, deja abierta la posibilidad a la entidad de educación superior de 

hacerlo de modo que tal modificación no sea sustancial ni arbitraria, lo que en la práctica no siempre 

es un resguardo para el alumno, el que en virtud de esta norma, se vería por ejemplo obligado a aceptar 

incluso un cambio de malla curricular, lo que obviamente vulnera las expectativas académicas que 

tuvo al momento de contratar. 

 

B) Infracciones al contrato de educación superior propiamente tal: 

 

 El contrato propiamente tal, como ya dijimos está regulado por el Código Civil, y cuando se 

cometen infracciones a éste, se debe recurrir a los Tribunales Ordinarios, ejerciendo la acción que 

corresponda. En este sentido es necesario dejar establecido que “Al hablar de responsabilidad 

contractual no sólo se alude a la que deriva de la falta del cumplimiento de una obligación establecida 

en una contrato, sino también a todos los casos en que se infringe una relación jurídica específica 

preestablecida….110”, de este modo, el hecho de que en muchos casos no exista un contrato escriturado 

de educación superior no impide hacer valer judicialmente las responsabilidades correspondientes. 

 En la letra A) señalamos que cuando la acción se refiera a la calidad de la educación o a las 

condiciones académicas vigentes a la época del contrato, no se podría recurrir, en virtud de la 

L.P.D.C., ante el Juez de Policía Local, pero en la eventualidad de llegar a constituir éstas una 

infracción al contrato, en lo que se refiere a las obligaciones que cada una de las partes asume al 

momento de prestar su consentimiento, si se podría recurrir por ellas ante los tribunales ordinarios, de 

la misma manera en que se podrá hacer, en todos los casos, en que un procedimiento contencioso de 

lato conocimiento resulte más garantista para aquella parte que vea vulnerados sus derechos por el 

incumplimiento que del contrato hace su contraparte, el cual, a diferencia del contemplado por la 

L.P.D.C. si permite la doble instancia, e incluso, recurrir ante la Corte Suprema en aquellos casos que 

se reúnan las condiciones para interponer un Recurso de Casación. 

 De este modo, ante los Tribunales Ordinarios, se podrán ejercer todas aquellas acciones que 

estén destinadas a obtener, ya sea, la nulidad absoluta o relativa del contrato, la resolución del mismo, 

las indemnizaciones de prejuicios que correspondan, e incluso, se puede hacer valer ante ellos la 

eventual responsabilidad pre contractual en que pudiere incurrir la institución de educación superior, 

en aquellos casos, en que antes de celebrado el contrato, aquella ocasione un perjuicio o daño al 

alumno ya sea, negándole arbitrariamente la suscripción de matricula, o cuando haya hecho uso 

                                                 
110 Alessandri R., Somarriva U., Vodanovic H., Tratado de las obligaciones, Segunda edición, Editorial Jurídica de Chile, 
Santiago, año 2001, P.251. 
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malicioso de los documentos dados en garantía de pago del arancel, mientras no haya vencido el plazo 

que tienen los alumnos de primer año para ejercer su derecho a retracto. 

 

C) Infracciones a las garantías constitucionales: 

 

 Las infracciones que se cometan en perjuicio de las garantías constitucionales ya mencionadas 

en la primera parte de este capítulo, se encuentran protegidas por el Recurso de Protección 

contemplado en la C.P.R. en su Art. 20, el cual se debe interponer ante la Corte de Apelaciones 

respectiva y dentro del plazo señalado en la ley. Pero debemos hacer la salvedad, que tal como lo 

señala Antonio varas “la acción destinada a reconocer el derecho de dominio sobre los logros 

académicos, según veremos a continuación, puede ejercitarse en los tribunales ordinarios o ante la 

Corte de Apelaciones competente por vía del Recurso de Protección111 

  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                 
111 Varas Braun, A., Ob.Cit.,P.83. 
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CAPITULO IV 

 

I.- EXTINCIÓN DEL CONTRATO DE EDUCACIÓN SUPERIOR. 

 

 El contrato de educación superior al igual que todo contrato puede terminar por: “Su extinción 

natural, pues se han cumplido todas las obligaciones, y por la llamada disolución, en que el contrato 

deja de producir sus efectos normales sin que hayan tenido lugar todos ellos112”. 

  

1.- EXTINCIÓN NATURAL DEL CONTRATO DE EDUCACIÓN SUPERIOR. 

 

 La extinción  natural del contrato de educación implica que las partes ya han cumplido con 

todas las obligaciones que emanaban del contrato, quedando desligadas de la relación jurídica que las 

unía. 

 Ya hemos señalado que las obligaciones que se originan del respectivo contrato, nacen con la 

suscripción del mismo, o, en su defecto, desde que se formaliza la matrícula.  

 Ahora, para poder determinar el momento exacto en que se debe reputar extinguido el contrato 

por el cabal cumplimiento de dichas obligaciones, es necesario que recordemos que estamos frente a 

un contrato de tracto sucesivo, el cual por la naturaleza de las obligaciones que de él derivan no puede 

cumplirse en forma inmediata, sino que sólo es posible hacerlo de manera sucesiva y progresiva en el 

tiempo.  

 Resulta pertinente señalar también, que los alumnos al contratar y/o matricularse en una casa de 

estudios superiores no lo hacen pensando en sólo cursar uno o dos años en ella, sino que la intención 

normal y frecuente es que se quiera comenzar y terminar el ciclo académico correspondiente a la 

carrera elegida en la misma institución. No obstante, existir siempre la posibilidad de un cambio de 

carrera dentro de la misma universidad o bien, continuar la misma pero en otra institución cuando así 

lo estime mas conveniente en alumno. 

 Nosotros estimamos que el contrato de prestación de servicios educacionales, no obstante ser  

de tracto sucesivo, tiene vigencia durante todo el período que el alumno tarda en cursar la respectiva 

carrera o nivel académico, esto porque la oferta que hacen las casas de estudios van dirigidas a la 

entrega de un servicio académico completo, el cual finaliza normalmente con la obtención del 

respectivo título profesional o técnico.  

 Esta es precisamente la tendencia que muestran las universidades que han optado por escriturar 

los respectivos contratos sin señalar en ellos una fecha de término del mismo, sino que en ellos sólo se 

establecen las condiciones de disciplina como de rendimiento académico que deben cumplir los 

alumnos para que éste se mantenga vigente hasta el momento en que deba ser renovado. Así, tenemos 

como ejemplo los siguientes contratos: 

                                                 
112 Abeliuk Manasevich, Rene., ob.cit., p.142. 
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a.- Contrato de prestación de servicios educacionales de la Pontificia Universidad Católica de 

Valparaíso, el cual señala: “PRIMERO: Por el presente instrumento, el alumno se matricula en la 

universidad, en el programa o carrera de__________ obligándose la Universidad a brindarle los 

servicios educacionales correspondientes al plan de estudios del programa o carrera de pregrado  

señalado de conformidad a  las condiciones y procedimientos de evaluación y de promoción prescritos 

en el “Reglamento General de Estudios de Pregrado” y demás normar complementarias de la 

Universidad….”; “UNDÉCIMO: La duración del presente contrato estará dada por la mantención de la 

calidad de alumno regular en el programa o carrera indicado en la cláusula primera precedente y sujeta 

a la condición que dé cumplimiento a las exigencias curriculares, económicas, administrativas y 

disciplinarias respectivas, en los términos que establece la reglamentación interna de la Universidad. 

Condiciones que las partes declaran esenciales para la continuidad del presente contrato por un nuevo 

período académico.” 

b.- Contrato de prestación de servicios educacionales de la Universidad Católica de la Santísima 

Concepción, el cual señala: “Por este instrumento la Universidad inscribe con año de ingreso_____ al 

alumno, quien queda habilitado para cursar la carrera o programa conforme a los reglamentos, planes y 

programas aprobados por la Universidad”; SEXTO: “ Este contrato tendrá validez  mientras el alumno 

tenga la calidad de regular en los términos y condiciones que establezca la reglamentación vigente para 

cada uno de los niveles de enseñanza. Sin perjuicio de lo anterior, se establecen las siguientes 

condiciones: a) la validez del contrato de prestación de servicios educacionales se prorrogará por 

períodos académicos semestrales, con independencia de la fecha de inscripción de asignaturas..” 

 Por otro lado concluimos que no podría entenderse de otra manera la vigencia del contrato en 

estudio, ya que el alumno, en el período de vacaciones, no pierden la calidad de alumnos regulares de 

la casa de estudios  a que pertenecen, lo cual se ve reafirmado por el hecho de que durante dicho 

período aquellos que realizan su práctica siguen contando con la protección que les brinda el seguro 

estudiantil en caso de accidentes, seguro que dicho sea de paso tiene la calidad de accesorio del 

contrato de educación superior, por lo tanto no existiría sin éste. 

 Por lo tanto, el cumplimiento de las obligaciones se tendrá por satisfecho en un primer 

momento cuando expira el período académico por el cual tiene vigencia, pero éste hecho dará lugar a 

una nueva obligación, cual es la que tiene la Universidad de renovar el contrato a todos aquellos 

alumnos que cumplan los requisitos establecidos por ella. De este modo también lo han entendido los 

tribunales, al fallar un caso referido a la educación escolar, pero que resulta completamente aplicable 

en este caso, ya que como señala el aforismo, donde existe la misma razón debe existir la misma 

disposición, ellos han dicho que la  “decisión del prestador de servicios educacionales de no renovar 

lala matricula de los hijos de la recurrente para el próximo año escolar es arbitraria y vulnera laa 

garantía consagrada en el artículo 19 inciso 4º de la Carta Fundamental, el derecho de los padres a a 

escoger el establecimiento educacional para sus hijos, relacionada con la llibertad de enseñanza, puesto 

que la  relación de prestación de servicios educacionales que existe entre recurrente y recurrida no es 

un acto jurídico solamente de carácter patrimonial, y por ello, su interpretación no puede tener el 



 52

mismo alcance que se hace respecto de éstos, de manera que su vigencia no puede quedar sujeta a laa 

la condición meramente potestativa de la voluntad de la prestadora de ese servicio en cuanto a su 

terminación o continuidad sin expresar razón valedera –como en la especie ha sucedido, donde no se 

ha expresado causal para negar la matrícula – dadas las importantes consecuencias, y no de carácter 

patrimonial, que lo decidido puede traer para los educandos113.” 

 Nosotros pensamos que estos contratos deberían incluir en ellos una cláusula de renovación 

automática que opere para todos aquellos alumnos que cumplan los requisitos establecidos, de esta 

manera lo ha hecho desde el año 2005 la Universidad Católica del Maule, ya que antes de dicha fecha 

el contrato respectivo tenia una vigencia de sólo un año, pero con el fin de disminuir costos 

administrativos, documentos y trámites de firmas por parte de los alumnos, se modificó y formalizó un 

contrato único de matrícula que regula la relación entre cada alumno y la Universidad al período de 

duración de la carrera al caso particular y no renovable cada año. 

 

2.- DISOLUCIÓN DEL CONTRATO DE EDUCACIÓN SUPERIOR. 

 

 Cuando nos referimos a la disolución del contrato en estudio, nos estamos refiriendo a aquellos 

“casos en que las obligaciones se extinguen por modos que no equivalen al pago, o sea, ya no se 

cumplen íntegramente las obligaciones contraídas, o dejan de generarse para el futuro nuevos 

efectos114”. 

 En el caso que nos ocupa la disolución adopta el nombre de término del contrato, ya que este 

sólo puede operar hacia el futuro, siendo imposible volver a las partes al estado anterior a la 

celebración del mismo. 

 Entre las causales de término tenemos: acuerdo de las partes, la voluntad unilateral de una de 

las partes, resolución, muerte del alumno, cumplimiento del plazo y condiciones. 

 

A) Término del contrato por acuerdo de las partes: 

 

 La extinción del contrato de educación superior es posible por el sólo acuerdo de las partes en 

virtud del principio de la autonomía de la voluntad que rige todos los contratos y que se encuentra 

consagrado en el Art.1545 C.C.  

 Sin perjuicio de ello, al ser un contrato por adhesión, en muchas ocasiones se presentará la 

dificultad, por estar estipulado previamente, de que aunque se le pueda dar término anticipado por 

mutuo acuerdo de las partes, el alumno se verá obligado a pagar el arancel completo que corresponda 

al período académico correspondiente, lo que obviamente le ocasiona un perjuicio que no se encuentra 

regulado en la ley. 
                                                 
113 Sentencia pronunciada por Corte de Apelaciones de Punta Arenas, con fecha 16 de noviembre de 2007, Rol Protección Nº 77-2007, 
disponible en Lexis Nexos, jurisprudencia On Line, página Web: 
http://productos.lexisnexis.cl/NXT/lexisnexis.dll?f=templates&fn=default.htm&3.0&Tit=A_Juridica/CL_JOL01&vid=LNChile:28 
 
114 Abeliuk Manasevich, Rene., ob.cit., p.142. 
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B) Término del contrato por voluntad unilateral de una de las partes: 

 

 El término de la relación jurídica por voluntad unilateral de una de las partes es excepcional 

como modo de extinción, sin embargo, su procedencia para casos particulares puede ser establecida en 

el mismo contrato por las partes concurrentes, o bien, por disposición legal. 

 Para el caso que nos ocupa, sólo podrá ponerse término unilateral al contrato cuando sea por 

iniciativa voluntaria del alumno, quién se encuentra amparado en este sentido por el Art.3 Ter de la 

L.P.D.C. que establece el Derecho a retracto, en este punto nos remitimos a lo ya mencionado. 

 No obstante, al ser el contrato de educación superior un contrato por adhesión en el cual sus 

cláusulas son impuestas al alumno sin que éste tenga la posibilidad de negociarlas, podría pensarse que 

la Universidad también queda facultada para poner término unilateral al contrato ya que ello le sería 

muy conveniente a la hora de evitar responsabilidades, sin embargo, precisamente para evitar los 

perjuicios que el alumno podría llegar a sufrir si una situación así se permitiera, es que la L.P.D.C. lo 

prohíbe expresamente en su Art. 16, al cual ya hicimos referencia anteriormente. 

 

C) Término por resolución del contrato: 

 

 El contrato de prestación de servicios educacionales es un contrato de tipo bilateral, y como en 

todo tipo de contratos de esta especie, en él va envuelta la denominada condición resolutoria tácita que 

consagra el Art.1489 del C.C., para aquellos casos en que uno de los contratantes no cumpla lo 

pactado. 

 No obstante, operar de la misma manera, la resolución aquí adopta el nombre de término, ya 

que estamos hablando de un contrato de tracto sucesivo, y por lo mismo, sus efectos sólo se pueden 

producir hacia el futuro, por lo tanto la parte que ha sido diligente en la ejecución del contrato, frente 

al incumplimiento del deudor, podrá pedir ya sea, el cumplimiento forzado del contrato o bien, la 

indemnización de perjuicios correspondiente que será determinada por el tribunal correspondiente. 

Debemos tener presente siempre sí, qué tipo de obligación ha sido infringida, ya que si es una de 

aquellas que se encuentran protegidas por las L.P.D.C., procederá, además de la indemnización de 

perjuicios por daño patrimonial, también aquella que repara el daño moral (el cual sólo puede ser 

invocado por el alumno). 

 

D) Término por muerte del alumno y/o por fin de la personalidad jurídica de la Universidad: 

 

 El contrato de prestación de servicios educacionales termina por la muerte por la muerte del 

alumno, ya que ella implica el fin se su personalidad y como consecuencia de ello se extinguen las 

obligaciones que para él emanaban de dicho contrato, debido a que ellas son de carácter intransmisible 
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en tanto el contrato de educación superior se celebra teniendo especial consideración en la persona y 

características o aptitudes de los contratantes. 

 Ello es así por cuanto resulta imposible que otra persona suceda en los derechos y obligaciones 

que tenía el alumno con la universidad en que se encontraba realizando sus estudios, ya que los 

conocimientos que se adquirieron en vida por él no se pueden transmitir, por lo tanto, al ser “La muerte 

un hecho jurídico natural…produce consecuencias de derecho115”, cual es el término del contrato 

 Respecto a la término del contrato por el fin de la personalidad jurídica de la institución de 

educación superior, ello resulta lógico, ya que es la personalidad jurídica la que les permite 

precisamente celebrar contratos, y de esa manera obligarse y adquirir derechos, por ende, si ella llega a 

faltar se termina el contrato, no obstante, mantenerse la obligación de reubicar a los alumnos en otra 

institución de características similares que les permita continuar el curso del programa académico 

contratado. Esta obligación a pesar de no estar consagrada en disposición legal alguna, resulta lógica 

para poder otorgar seguridad en las relaciones jurídicas que nacen de la prestación de servicios 

educacionales. 

 

E) Término del contrato por cumplimiento de los plazos y condiciones establecidas: 

 

 Ya mencionamos anteriormente que en muchos de los contratos de prestación de servicios 

educacionales se establece que al término del período lectivo, ya sea año o semestre, éste caducará, 

debiendo renovarse para el período siguiente. 

  En lo que se refiere a educación superior debemos señalar que la casa de estudios superiores 

no puede negarse a renovar el contrato, aún en el caso que este haya caducado por el año o semestre 

respectivo,  por cuanto, si el alumno cumple los requisitos y condiciones establecidas tanto, en el 

mismo contrato como en los reglamentos y estatutos correspondientes, es obligación de la universidad 

renovarlo, ya que de lo contrario estaría incurriendo en una discriminación arbitraria y también, en un 

incumplimiento del contrato caducado, el cual si es interpretado de acuerdo al principio de la buena fe 

y teniendo en cuenta el fin y objeto del mismo no debe negar la renovación de la relación contractual 

de modo caprichoso, ya que el objetivo que el alumno ha tenido para contratar con una institución de 

educación superior es precisamente cursar todos los semestres o años que correspondan para poder 

obtener el título profesional ofrecido, de modo tal que vencido el plazo y cumplidas las condiciones 

impuestas, se debe renovar dicha relación contractual, a contrario censu, si tales condiciones no fueron 

cumplidas en el plazo señalado en el contrato puede operar el término del mismo por iniciativa 

justificada de la universidad. 

 Lo mismo ocurre en los casos en que la institución no cumple con las obligaciones dentro del 

plazo que se ha impuesto para ello, aquí el alumno por propia iniciativa puede poner término al 

contrato u optar por la no renovación del mismo. 

 

                                                 
115 Ducci Claro, Carlos. Derecho Civil. Parte General. Editorial Jurídica de Chile. Cuarta edición. Santiago, 1995, P.114. 
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CONCLUSIONES. 

 

1.-  A pesar de la importancia que tiene y la frecuencia con que se celebra, el contrato de educación 

superior no se encuentra regulado en Chile. 

2.- La educación como proceso formativo integral, se extiende durante toda la vida del ser humano, y 

sólo termina con su muerte. 

3.- La aplicación analógica de las normas que regulan los contratos en general, resulta deficiente y no 

protege en mayor medida al alumno, quién es la parte más débil de la relación contractual. 

4.- Pocas son las universidades que cuentan con contratos escriturados, esto porque de cierta manera, 

ello limita la autonomía de que gozan la mayoría. 

5.- El estado no garantiza la educación superior en Chile, sólo se limita a asegurar la “libertad de 

enseñanza” y el “derecho a la educación”, pero sólo hasta el nivel medio y los 21 años de edad. 

6.- El Estado, a pesar de lo mencionado anteriormente, destina una gran cantidad de recursos 

económicos anualmente para fomentar la educación superior. 

7.- La ley de Protección de los Derechos del Consumidor, se reformo e incluyo en el ámbito de su 

protección al alumno, considerándolo como un consumidor. 

8.- La relación contractual entre entidad de educación superior se puede iniciar de dos maneras, 

primero, cuando existe un contrato escrito, mediante su firma, y, segundo, cuando aquél no existe -que 

es lo normal en este tipo de prestación servicios- mediante la suscripción de la matrícula. 

9.- Se deben entender incorporados al contenido del contrato, los reglamentos y estatutos establecidos 

por la institución de educación superior. 

10.- Los derechos y obligaciones que emanan del contrato, se hacen exigibles una vez celebrado éste, 

no obstante, una gran cantidad de ellos son de carácter precontractual por lo que se pueden exigir antes 

de la celebración del mismo. 

11.-  La extinción de la relación jurídica sólo produce efectos hacia el futuro, por ello adopta el nombre 

de terminación. 

12.- Es necesario que se le de urgencia al proyecto de ley que regula el contrato de prestación de 

servicios educacionales y establece normas sobre derechos de los alumnos, padres y apoderados en el 

proceso educacional. 
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CONTRATO DE PRESTACION DE SERVICIOS DE EDUCACION SUPERIOR. 
 

 En la ciudad de ……………….con fecha …….de………..de……….., se suscribe entre la 

universidad…………………………….., representada por su rector 

señor……………...………………….., Cédula Nacional de Identidad Nº ……………….., ambos 

domiciliados en ………………………….., en adelante “ la universidad”, y don (ña) 

………………………………………., Cédula Nacional de Identidad Nº…………............, domiciliado 

(a) en ………………………………, teléfono………………………., en adelante el “el alumno”, 

convienen en celebrar el siguiente contrato: 

 

PRIMERO: Mediante el presente instrumento, el alumno se inscribe en el programa o carrera 

de……………………………………obligándose la Universidad a prestar los servicios educacionales 

ofrecidos y de acuerdo a los planes, programas y reglamentos que la regulan. 

SEGUNDO: EL presente contrato comenzará a regir desde el momento en que el alumno, luego de 

conocer los estatutos de la Universidad, se haya matriculado en la misma y haya rendido garantía de 

pago mediante un título de crédito, que podrá ser un pagaré o letra; y tendrá vigencia durante todo el 

período académico correspondiente al año o semestre, dependiendo la carrera de pregrado que curse. 

 Este contrato se renovará al inicio del período académico siguiente, de manera automática al 

momento en que el alumno se matricule y rinda garantía de pago del arancel con el documento 

respectivo. 

TERCERO: El alumno adquiere mediante la suscripción de este contrato, los siguientes derechos: 

a.-  Derecho a conocer  el plan de estudios, malla curricular y académica 

b.-  Derecho a conocer el cuerpo académico y que éste cumpla con las cualidades acordes a las 

exigencias de la carrera 

 c.- Derecho a conocer  las posibilidades de ayuda académica que entrega la institución 

d.- Derecho a conocer las condiciones de ingreso, el costo de la carrera, las formas de pago, 

permanencia, término anticipado y titulación 

e.- Derecho a conocer la infraestructura y servicios de apoyo disponibles (biblioteca, acceso a 

computadores, laboratorios, instalaciones deportivas, casinos, convenios con otras instituciones de 

educación superior e intercambios 

  f.- Tienen el derecho y el deber de leer de manera exhaustiva y comprensiva todos los documentos 

que vayan a firmar para el contrato de prestación de servicios educacionales (incluída la letra chica del 

contrato) y de preguntar lo que no quede claro 

g.- Derecho a que el régimen disciplinario y de evaluación académica sea aplicado de modo igualitario 

e imparcial para todos los estudiantes 

h.- Derecho de asociación de los estudiantes 
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i.- Derecho a participar de todas las actividades impartidas por la Universidad, así como de aquellas 

convocadas por los mismos estudiantes pertenecientes a ella 

j.- Derecho a pase escolar 

k.- Derecho a que la selección y mantención de los alumnos sea exclusivamente basada en criterios 

académicos y no en razón de su apariencia, credo, origen, posición social, política o sexo 

l.-  Derecho a no ser discriminado en los procesos de selección y mantención, a que éstos sean 

previamente conocidos, aceptados, con criterios claros y transparentes 

m.-  Derecho de propiedad sobre los logros académicos obtenidos de manera honesta y respetando las 

normas de la Universidad. 

n.- Derecho a que el contenido de la publicidad que ofrece el servicio educacional sea claro, verídico, 

no induzca a error ni confusión 

ñ.- Derecho a que la institución de educación superior cumpla con todo lo ofrecido tanto directamente 

como en su publicidad o difusión, así como a las condiciones convenidas en el contrato y los 

documentos anexos a él. Las condiciones del servicio educacional no pueden ser modificadas de modo 

arbitrario y unilateral 

o.- Derecho a retracto 

CUARTO: Mediante la suscripción del presente contrato, el alumno adquiere los siguientes deberes: 

a.- Luego de matricularse tienen el deber de solicitar y conservar una copia del contrato suscrito, del 

reglamento interno, de la malla curricular de la carrera, y demás documentos pertinentes, y cumplir 

adecuadamente todos aquellos compromisos que de ellos deriven 

b.- Deber de cumplir las exigencias académicas y conductuales o de disciplina 

c.-  Deber de pagar oportunamente la prestación económica a que se obliga 

d.- Deber de acatar las sanciones impuestas en conformidad al reglamento interno 

QUINTO: La Universidad se obliga a respetar los siguientes deberes: 

a.- Respetar los términos del presente contrato así como del régimen normativo que regula su 

funcionamiento y las respectivas carreras de pregrado, y de entregar una copia de los mismos a los 

alumnos, ya sea en papel o por cualquier otro medio electrónico idóneo al efecto 

b.- Manifestar en forma clara y detallada los montos a cancelar por concepto de matrícula y arancel, y 

el modo en que éstos se irán o no reajustando año a año, así mismo, los intereses que devengarán los 

pagos morosos, los cuáles en ningún caso podrán superar a los legales 

c.- En caso de ser necesario, se podrán alterar los programas de las respectivas carreras, pero para ello 

la Universidad deberá contar con la aprobación favorable de al menos el ochenta y cinco por ciento de 

los alumnos QUE CONCURRAN a la votación convocada al efecto. No se considerará en el cómputo 
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del porcentaje a aquellos alumnos con contrato vigente que no concurran a manifestar su aprobación o 

negativa a dichos cambios. 

d.- Sancionar de modo igualitario e imparcial todas aquellas conductas que se encuentren tipificadas en 

los reglamentos y estatutos de la Universidad 

e.- Otorgar oportunamente el grado o título respectivo al alumno que haya cumplido todos los 

requisitos para obtenerlo, así como también los documentos e informes que el alumno solicite para 

realizar trámites ante otros organismos. 

SEXTO: La universidad adquiere los siguientes derechos: 

a.- Derecho a exigir que los alumnos lleven dentro del recinto Universitario una conducta de respeto 

tanto con sus compañeros, académicos y demás personal que trabaje dentro de aquel, así como también 

una conducta cuidadosa de la infraestructura y materiales de apoyo que existan disponibles para 

íntegra formación del alumno 

b.- Derecho a aplicar las sanciones correspondientes en caso de que una conducta constituya una 

infracción a las normas de la Universidad 

c.- Derecho a percibir el pago íntegro y oportuno de las contraprestaciones económicas a que el 

alumno se compromete mediante el presente contrato 

d.- Derecho a suspender las actividades académicas cuando casos de fuerza mayor o caso fortuito lo 

hagan necesario, teniendo en consideración la integridad física y síquica de los estudiantes y del 

personal que trabaje en la institución 

SEPTIMO: Se entienden incorporados y parte del presente contrato, además de toda la normativa 

Universitaria, los siguientes documentos: 

1.- El reglamento general de estudios de pregrado 

2.- El plan de estudios y reglamentos de la carrera o programa 

3.- El reglamento de disciplina de los alumnos 

4.- El reglamento de reconocimiento de estudios 

5.- El reglamento de reincorporaciones 

OCTAVO: La calidad de alumno regular, se obtendrá desde el momento en que se suscribe el 

presente contrato, y sólo se tendrá ésta mientras el alumno cumpla con lo estipulado en él y la 

normativa que rige la Universidad. 

 No obstante, en caso de perder dicha calidad, el estudiante mantendrá el derecho a que se le 

reconozca los avances académicos que haya logrado en la Universidad y a que se le entregue la 

documentación necesaria que lo acredite. 

NOVENO: La extinción natural de este documento será al término de cada período académico, no 

obstante la renovación automática del modo ya indicado en la cláusula segunda, la cual obviamente, no 
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procederá una vez que el alumno haya cumplido con todos los requisitos del programa de la carrera y 

se hayan dado, por parte de la Universidad, todas las prestaciones académicas a que esta se obliga 

mediante este contrato. 

 Sin embargo, en caso de que una de las partes no cumpla las obligaciones que derivan del 

presente contrato de prestación de servicios educacionales, la otra podrá pedir la resolución del mismo, 

teniendo plena aplicación el art.1489 del Código civil, y la Ley Nº 19.496 que regula los derechos del 

Consumidor. 
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